Carátula 
(Ingresan a Sala el señor Ministro de Educación y Cultura, el señor Subsecretario y sus asesores. ). 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado tiene el agrado de recibir al señor 
Ministro de Educación y Cultura, al señor Subsecretario y sus asesores, para considerar el Inciso 11 del proyecto de Presupuesto 
Quinquenal 2005 -2009. A esos efectos, cedemos el uso de la palabra al señor Ministro, ingeniero Brovetto. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradecemos a los señores Senadores por habernos recibido. En primer lugar, vamos a realizar una rápida 
presentación de carácter general del proyecto de Presupuesto, sobre todo de los énfasis que se han puesto en el mismo, lo que se 
refleja en los artículos y en la lectura del planillado. En este proyecto de ley se ha puesto el acento en la creación de tres 
estructuras dentro del Ministerio: la Dirección de Derechos Humanos, la Agencia Nacional de Innovación, con el objetivo de 
promover y fomentar la innovación, la ciencia y la tecnología, y la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales. 
Esto marca, por un lado una racionalización dentro del Ministerio y por otro, hacen mucho más eficiente, lógico y coordinado el 
trabajo interno de una Cartera que, como los señores Senadores saben bien, se caracteriza por su diversidad, que abarca desde la 
educación, la cultura, la ciencia, los derechos humanos, los aspectos constitucionales, legales y registrales, y tiene bajo su órbita el 
canal de televisión, el sistema de radios y el SODRE. 


Por otro lado, queremos hacer hincapié en dos propuestas particularmente muy importantes que han contado -según me consta- 
con un apoyo generalizado en el país, tanto del ámbito político como del empresarial y social. Una de ellas es la creación de la 
Agencia Nacional de la Innovación que forma parte de una propuesta de incorporar al país en la modernidad que representa el 
desarrollo científico y tecnológico. 


Asimismo, ya ha tomado estado público y han sido presentados el Gabinete de la Innovación, conformado por varios Ministerios -de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería, y de Economía y Finanzas- la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, la Presidencia de la República y el Ministerio de Educación y Cultura, que lo coordina, y la Agencia Nacional de la 
Innovación, que pretende impulsar y racionalizar el trabajo científico, la innovación tecnológica y, sobre todo, su articulación con el 
aparato productivo del país, en el cual se estarían coordinando los fondos destinados a la innovación y al desarrollo científico y 
tecnológico de diferentes áreas como, por ejemplo, aquellas vinculadas al área agropecuaria que hoy están en la órbita del Instituto 
de Investigaciones Agropecuarias, el INIA, las que maneja el LATU en el ámbito del Ministerio de Industria, Energía y Minería, o las 
del PEDETEC, del propio Ministerio de Educación y Cultura. Este es otro de los puntos que queríamos señalar. 


Finalmente, en esta rapidísima presentación -para luego dar lugar a la posibilidad de diálogo y de preguntas- cabe destacar que 
hay un número importante de artículos que estarían bajo lo que sería -no es ese el nombre, pero es a los efectos de manejarnos 
más rápidamente en esta reunión- una ley de mecenazgo, que se orientaría a impulsar la cultura en el país. Entendemos -y esto ha 
sido discutido con todos los actores vinculados con la cultura- que en el Uruguay está faltando un apoyo importante en esta 
materia. Por eso este vínculo entre la gestión empresarial y la cultura es particularmente trascendente. Advierto que ya existe en la 
mayoría de los países, pero en el nuestro constituye una semicarencia, porque algo había. De todos modos, esta ley viene a llenar 
un espacio vacío. 


Por otra parte, hay una cantidad de artículos que responden -tal como señalé al comienzo de mi exposición- a la variedad que 
caracteriza al Ministerio de Educación y Cultura, referidos a la Dirección General de Registros -en tal sentido, nos acompaña su 
Directora, la escribana Olano- y a los temas de cultura, fundamentalmente el de la ley de mecenazgo. A ese respecto, nos 
acompaña el Director de Cultura del Ministerio, señor Mardones. Naturalmente, hay muchos otros artículos, algunos vinculados con 
el Instituto "Clemente Estable", con la posibilidad de regularizar los temas vinculados a patentes. En definitiva, la discusión sobre 
ellos dependerá de la dinámica que establezca la Comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADES.- La labor que cumple y las áreas que abarca el Ministerio de Educación y Cultura es de tal extensión -no 
olvidemos que el Presupuesto no es sólo los planillados y el articulado, sino también el plan de acción y los objetivos que el 
Gobierno traza para el plan quinquenal- que nos llevaría mucho tiempo poder profundizar en todos esos aspectos. 


No deja de ser interesante que, en la tarde de hoy, la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado converse con 
las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura con relación a los proyectos, a los rubros, a la financiación que dichos 
proyectos y acciones de gobierno impulsarán para lograr, de esa manera, la ejecución de los objetivos que han trazado como línea 
de acción del programa de Gobierno de la presente Administración. 


El Ministerio de Educación y Cultura está compuesto por funcionarios que, en el correr del tiempo, han ido ingresado por las más 
diversas modalidades, registrándose una proliferación en ese sentido, que no es producto de irresponsabilidad, siquiera, de la 
presente Administración; la anterior intentó y logró, en alguna medida, avances para intentar regularizar su situación. 


Quisiéramos conocer, de boca del señor Ministro de Educación y Cultura, cuáles son los planes que existen en ese sentido para 
seguir realizando el proceso de regularización de la multiplicidad de condiciones por las que sus funcionarios prestan tareas, tanto 
en el caso de los presupuestados, como contratados, caché, pasantes y becarios. Deseo saber de qué manera el Gobierno 
pretende llevar adelante la tarea de ir regularizando la situación de los funcionarios, sin afectar sus derechos, pero sí logrando una 
unidad que nos parece imprescindible. 


En el ámbito de la Dirección de Cultura, nos interesaría conocer cuáles son sus objetivos y la financiación que el Gobierno le otorga 
para los que tiene previstos realizar en el correr del próximo Ejercicio, porque nos parece sustantivo. Sobre este tema hemos 
conversado con el Director Mardones en el ámbito de la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en donde ha planteado una 
serie de objetivos a seguir, casi todos compartibles. A partir del Presupuesto nos gustaría, entonces, conocer cuál es la financiación 
y los programas que podrán ser ejecutados en el correr del próximo año con relación a la Dirección de Cultura. 


Lo mismo, señor Presidente, con respecto a la Dirección de Educación, sobre la que también nos gustaría escuchar los 
comentarios con respecto a cuáles son los objetivos que tiene previstos la Comisión de Educación. Por supuesto, sabemos de los 
corsés legales que implica la autonomía que existe en nuestro país con relación a la Administración Nacional de Educación Pública 
y a la Universidad de la República. Sin embargo, dado que existe la Comisión Coordinadora de la Educación, quisiéramos saber 
cuáles son las directivas generales de la política educacional y los rubros que ella contiene, dado que el Gobierno ha anunciado la 
generación de un debate nacional -para el correr del presente año y para 2006- sobre una nueva ley de educación. Precisamente, 
dicha Dirección Nacional amerita tener fondos, por lo que quisiéramos conocer su monto y cuáles son. 


Sobre la creación de la Dirección de Derechos Humanos no voy a emitir opinión, pero sí con respecto a uno de sus literales, porque 
nos ha llamado mucho la atención. Se establece como uno de sus cometidos la necesidad de promover los derechos humanos en 
el ámbito educativo y cómo se pretende llevar adelante este tema sin afectar la laicidad. Creemos fundamental la promoción de los 
derechos humanos en la educación, en el marco de una educación en valores. 


En la actualidad y en reiteradas oportunidades hemos chocado con las opiniones de las actuales autoridades de la ANEP que 
todavía no han terminado de diseñar un programa de educación en valores. Entonces, quiero saber cómo se pretende coordinar 
esta actividad con la de la ANEP, sin afectar la autonomía ni la laicidad, precepto que el actual Vicepresidente de la ANEP lleva a 
términos de mucha exigencia. 


Posteriormente, quisiéramos preguntar sobre una de las labores que corresponde a dicha Dirección, que es la de articular a las 
Unidades Ejecutoras y servicios ministeriales. Concretamente, me refiero a la creación de la Dirección de Asuntos Constitucionales, 
Legales y Registrales que tiene el cometido de la articulación de las Unidades Ejecutoras, servicios ministeriales y personas 
jurídicas. Quisiéramos saber a qué se refiere el Ministerio de Educación y Cultura con la palabra "articulación". El señor 
Subsecretario, el doctor Michelini, en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Representantes ha 
dicho que esa Dirección no afectaría la autonomía técnica de las Unidades Ejecutoras. Entonces, queremos saber a qué se refiere 
la disposición con la palabra "articulado". 


Con relación al otorgamiento de partidas para mantenimiento e inversión de los museos de nuestro país, queremos saber qué se 
piensa hacer con la situación que está atravesando la Casa de Lavalleja -que integra el sistema de museos nacionales- que se 
encuentra cerrada al público por defectos de construcción. Sucede lo mismo con algunas salas de la Casa Rivera y con otras sedes 
de museos como puede ser la Quinta del doctor Luis Alberto de Herrera, para la que la Dirección Nacional de Museos ha solicitado 
una partida de $ 3:000.000 en el quinquenio, a los efectos de lograr su refacción y, lamentablemente, no ha sido incorporada al 
Presupuesto. Insistimos con la necesidad de incorporarlas en la actualidad, ya que creemos imprescindible su mantenimiento. A la 
vez, también queremos saber cuáles son los planes del Ministerio en lo que respecta al mantenimiento de museos radicados en el 
interior del país. Aclaro que muchos de estos museos se encuentran en una situación calamitosa y el señor Senador Lapaz agrega 
el Castillo de Mauá, ubicado en el departamento de Soriano, que ha sido motivo de su preocupación. 


También quisiéramos saber por qué no se ha autorizado o incorporado al Presupuesto la posibilidad de contratar técnicos en 
restauración de objetos históricos, tal como oportunamente lo solicitó la Dirección del Museo Histórico Nacional. También es 
imprescindible contratar al corrector de la Revista Histórica que, como todos sabemos, es un tradicional órgano de investigación y 
difusión del Museo Histórico Nacional. Reitero la necesidad de contratar técnicos que ayuden en la elaboración de esta Revista, 
que se reconoce como algo imprescindible. A su vez, se debe contratar un asesor en numismática ya que -si bien nosotros no lo 
sabíamos- el Uruguay es poseedor de una de las mejores colecciones en monedas de América del Sur, fundamentalmente, de la 
sección de Roma Antigua. Esto tampoco ha sido incorporado dentro de las prioridades de esta Cartera y nos gustaría conocer la 
opinión del señor Ministro sobre cuál va a ser la política a llevar adelante con relación a los museos que están en la órbita del 
Ministerio de Educación y Cultura. 


El artículo 218 modifica el de contratación de caché y lo amplía a gestores culturales para cualquier dependencia del Ministerio. 
Con sorpresa hemos observado que se eliminan como cuestión previa y de especial pronunciamiento los informes de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y de la Comisión Asesora respectiva. Quisiéramos saber por qué se eliminan los informes previos de 
estas oficinas para la contratación de lo establecido en el artículo 218, al que se le incorporan los gestores culturales. 


Por otro lado, la Dirección Nacional de Registros nos ha hecho llegar una serie de aspiraciones presentadas por sus funcionarios, 
muchas de los cuales no tienen costo para el erario público, pero no han sido incorporadas en el Presupuesto. Quisiéramos saber 
la opinión de las autoridades del Ministerio con relación a que aquí en el Parlamento dichos artículos -que consideramos de recibo 
y que no generan costos- pudieran ser incorporados tal cual lo solicitan los funcionarios. 


Con respecto a la Biblioteca Nacional quisiéramos conocer cuál es el proyecto que el Ministerio tiene, en el correr del quinquenio, 
para inversiones en la informatización. Quisiéramos saber si esto figura dentro de los planes del Ministerio y a cuánto ascienden los 
montos en inversión con los que contará la Biblioteca Nacional. 


Por otro lado, manifestamos que compartimos los artículos 219 al 233 del procedimiento de incentivos fiscales que, como bien 
dijera el señor Ministro, es una especie de Ley de Mecenazgo. No entendemos mucho por qué se le incorpora al Presupuesto 
Nacional, pero le damos la bienvenida a dicha iniciativa. 


También quisiéramos saber por qué se financian y qué se entiende por proyectos culturales. No nos queda claro, por ejemplo, si en 
el día de mañana podría estar financiada alguna cuestión que tenga que ver con un mecenazgo para los museos nacionales y que, 
de esta manera, logren una financiación con la que ahora no cuentan. Lamentablemente, el deterioro de algunos de los museos 
nacionales es muy importante en alguno de sus sectores. A su vez, quisiéramos preguntar si este sistema de mecenazgo no podría 
ser también incorporado para la creación de la Agencia Nacional de Innovación, es decir, buscar un sistema similar al que se prevé 
para la cultura para que sea utilizado en la ciencia, en la cultura y en la innovación. Consideramos como muy importante la creación 
de la Agencia prevista en el Presupuesto por lo cual nos interesaría que se nos informara acerca de cuántos son los montos reales 
con los que podrá contar para ejecutar en el correr del año que viene. 


En definitiva, nos interesa conocer cuál es la opinión del Ministerio con respecto a incorporar un mecenazgo similar al que se crea 
para los temas culturales, justamente, para los temas de ciencia, tecnología e innovación. Nos parece un asunto a considerar que a 


la Agencia integrada por los Ministerios se le pudiera agregar también una representación de la Universidad de la República y de 
las universidades privadas, a los efectos de manejar mejor dicha Agencia. 


Señor Presidente: quisiéramos conocer si el Ministerio de Educación y Cultura tiene previsto una serie de beneficios o mejoras para 
los Secretarios y Asesores Letrados del Ministerio Público Fiscal que han quedado rezagados con relación a los Jueces de Paz de 
la ciudad, según estaban relacionados en Presupuestos anteriores y qué planes tiene el Ministerio para llevar adelante con 
respecto a esto. 


Por ahora, señor Presidente, estas son las preguntas que quería hacer. 


SEÑOR MINISTRO.- Quería preguntar si otros señores Senadores van a efectuar otras preguntas, porque estas no son suficientes. 
Lo que quiero decir es que, para poder responder realmente sobre todos los aspectos que abarca el Ministerio y, además, sobre la 
situación en que lo encontramos. Digo esto porque, como bien decía el señor Senador, muchas de las cosas que se nos está 
preguntando tienen que ver con el estado calamitoso en que se encontró el Ministerio. 


Por ejemplo, no hay ninguna pregunta con respecto al Museo de Historia Natural, que lo encontramos prácticamente archivado, 
desde hace cinco años, en el local de una ex librería -la Librería Barreiro- y en condiciones en las cuales nuestro esfuerzo en este 
momento va dirigido a tratar de preservar lo que se estaría perdiendo del acervo que ahí adentro está. 


Esto es, simplemente, un comentario. Debo decir que, además, no tuve tiempo de tomar todas las preguntas y no quería dejar 
ninguna sin contestar. De las que me olvide pediría que, por favor, me las repitieran, porque de lo contrario sería como en aquel 
chiste que decía: "¿Me repite la pregunta?". Digo esto porque fueron tantas que los compañeros de la delegación del Ministerio han 
tomado las específicas. 


Voy a comenzar con el tema de la educación y de las autonomías de los entes de la educación. Sin duda alguna, somos 
defensores de las autonomías, que han demostrado que han funcionado muy bien en este país y han permitido, más allá de las 
dificultades que vivieron los entes de la educación por los pésimos presupuestos que tuvieron a lo largo de tantos períodos, que la 
educación en el Uruguay fuera diferente y de nivel con respecto a otros países. 


Me voy a referir, específicamente, al tema de los derechos humanos y al de la educación. Por supuesto que no va a ser el 
Ministerio el que va a poner la línea de acción, sino que lo harán la ANEP, por un lado y la Universidad de la República, por otro, las 
que llevarán adelante estos aspectos. 


Lo que sí se hará desde el Ministerio, es impulsar para que esto se lleve adelante mediante los mecanismos que se tienen: la 
discusión, el diálogo y la participación, particularmente, en la Comisión Coordinadora de la Educación. Pensamos transformarla en 
una institución que funcione; hasta ahora no lo ha hecho y esto lo puedo decir por experiencia personal al haber sido, durante 
muchos años, representante de uno de los entes de la educación, es decir, de la Universidad de la República. 


Lo que pretendemos es que se discutan estos temas, por ejemplo, el relativo a la educación en derechos humanos que, sin duda, 
es una de las asignaturas pendientes en nuestra sociedad porque, muy posiblemente, si todos los habitantes de la sociedad fueran 
conscientes de sus derechos, muchas de las cosas que sucedieron no hubieran sucedido. Digo esto porque, en primer lugar, 
hubieran defendido sus derechos y, en segundo término, porque no habrían agredido los derechos de otros. 


Estamos hablando de derechos en el sentido más amplio: los personales, los sociales, los políticos, los económicos, los culturales y 
también los derechos colectivos como, por ejemplo, el derecho a la paz, a la justicia y al trabajo. 


En fin, creo que es muy importante que la sociedad discuta todo esto, que lo incorpore en el sistema educativo y que sea una de 
las formaciones importantes de nuestra gente. 


No sé si con esto estoy contestando la pregunta con respecto a lo que pretendemos hacer con la Comisión Coordinadora de la 
Educación. 


Además, debo decir que ya la hemos reunido, que ya le asignamos una función que, en la próxima reunión, se va a conformar un 
grupo de trabajo plural, con participación de todos los actores nacionales, de la sociedad civil, de los ámbitos educativos y también 
de todos los sectores políticos, para asegurar que en el país se de un gran debate sobre la educación para ver hacia dónde vamos. 


Casualmente, desde hoy -y hasta el sábado próximo- comenzó a funcionar un gran seminario para analizar hacia dónde va la 
educación, específicamente en el área de secundaria, organizado por ANEP con el apoyo de la UNESCO. En él están participando 
más de quinientas personas en Montevideo, pero se está trasmitiendo vía red telemática en conferencia hacia todos los 
departamentos del país. 


Cuando empezamos la reunión, en nombre del Poder Ejecutivo dijimos que no estábamos conformes con la educación en el 
Uruguay; creemos que debe darse un vuelco importante y que ese vuelco comienza por el esfuerzo que ya está haciendo este 
Poder Ejecutivo al plantear en el Presupuesto un incremento sustancial de los recursos para la educación pública. Pero no alcanza 
sólo con eso. Se requiere una profunda discusión que nos muestre dónde estamos a nivel nacional y regional, lo que representa en 
este momento en el mundo la situación que se vive en la educación y hacia dónde debemos y podemos ir. 


Reitero: esto requiere una discusión. Esa discusión se va a llevar adelante de manera absolutamente plural y con el esfuerzo de 
todos los actores. Esto no es sólo algo que el Poder Ejecutivo o el Gobierno deba financiar, sino que la sociedad civil en su 
conjunto debe involucrarse y participar. 


Debo decir que no pude registrar todas las preguntas, porque al mismo tiempo que se planteaban iba buscando las respuestas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, señor Ministro, le voy a recordar las primeras porque las fui anotando. 


La primera de ellas refiere a los planes de regularización de los funcionarios; la segunda, a objetivos y financiación para la 
Dirección de Cultura y, la tercera, a objetivos y financiación para la Dirección de Educación. Seguramente, mientras contesta estas 


tres, el señor Senador Penadés nos alcanzará las que faltan. 


SEÑOR MINISTRO.- De alguna manera, me estaba refiriendo a la tercera. Concretamente, lo que pretendemos en el tema de 
educación, en primer lugar, es conformar un sistema real educativo en el país. Esto requiere, fundamentalmente -con respeto 
irrestricto a las autonomías- el trabajo desde la Comisión Coordinadora en un diálogo -como el que estamos manteniendo- fluido, 
transparente y abierto con ANEP, con la Universidad de la República y también con los institutos privados de educación, tanto a 
nivel primario, como secundario y universitario. 


De este modo, el sistema educativo uruguayo podrá responder a la modernidad. La modernidad consiste en que debe existir -y este 
es el segundo objetivo- educación para todos a lo largo de toda la vida. Esto quiere decir que no sólo debe preocuparnos cómo el 
sistema educativo cubre la formación de carácter formal -valga la redundancia- sino también cómo responde a las nuevas 
situaciones que se dan, por ejemplo, de personas de cuarenta o cincuenta años que pierden su fuente de trabajo y deben reciclarse 
en conocimiento para reincorporarse al mercado laboral. Para eso la educación debe dar elementos sobre cómo se responde a las 
variaciones que se dan a nivel nacional y regional de la economía, cómo se encaran esas demandas y esas carencias. 


Este punto lo hemos planteado en la reciente reunión de la UNESCO y hemos dado un paso más del que ha dado esta propia 
organización, para ir más allá de lo que se está discutiendo en el mundo. Nosotros planteamos una educación para todos, 
fundamentalmente orientada al tema del analfabetismo. Hablamos de un analfabetismo funcional, mucho más preocupante cuando 
se suma al otro, al que ahora estamos discutiendo en el Uruguay. 


Pero vuelvo al punto al que quería referirme, o sea, cómo resolvemos el problema de las personas adultas que tienen que 
reincorporarse al sistema educativo. Hoy día no lo pueden hacer. 


Esto requiere, entonces, un trabajo conjunto muy estrecho con los entes de la enseñanza y también con los organismos y las 
autoridades de la enseñanza privada. Tenemos que hacer una propuesta de carácter nacional, que es el objetivo central del área de 
la educación, sin dejar de lado todas aquellas otras actividades que tiene la Dirección de Educación. Me refiero, fundamentalmente, 
al MERCOSUR Educativo -es decir, a la coordinación con el resto de los países que lo integran, para conformar un espacio común 
de educación ampliada a la región- y a la educación inicial preescolar. 


Podríamos extendernos tanto como se quiera sobre el tema, pero me gustaría pasar a la primera pregunta que se formuló, ya que 
para la segunda planteada por el señor Senador Penadés, cederé la palabra al señor Director de Cultura, Luis Mardones. 


Con respecto a la regularización de ese estado caótico -y lo reitero: caótico, para que no quede ninguna duda- en que encontramos 
a este Ministerio, con becarios, con cachet -que en realidad son profesionales con más de diez años de función- etcétera, primero 
están las decisiones de carácter general que, seguramente, los señores Senadores ya conocen porque han sido consideradas por 
la Comisión. Puedo referirme, por ejemplo, al artículo 7%, que autoriza al Poder Ejecutivo, a propuesta de los Incisos de la 
Administración Central y de los órganos y organismos comprendidos en los artículos 220 y 221 de la Constitución de la República, 
a celebrar contratos, etcétera. Se trata de una serie de disposiciones de carácter general -que abarcan también, por supuesto, al 
Ministerio de Educación y Cultura- para regularizar situaciones como las de estos contratos cachet y becarios a que hacía 
referencia. Pero además, en el articulado que hoy presentamos, hay algunos artículos que especificamente resuelven ciertas 
problemáticas. Podría entrar en su análisis, pero ya seguramente los señores Legisladores los habrán leído; de todos modos, si lo 
desean, analizamos cada uno de ellos, pero reitero, tratan problemáticas específicas. Por ejemplo, hay una iniciativa para 
regularizar docentes del CECAP, que es el Centro de Capacitación Profesional, que también estaban bajo contrato cachet, pero 
deben ser contratados como docentes, ya que eso es lo que son. Ese es uno de los artículos que presentamos. 


En consecuencia, no sólo están los artículos generales presentados por Presidencia de la República en la instancia 
correspondiente y que figuran en el Presupuesto -pero no dentro de nuestro Inciso, sino en la sección relativa a los funcionarios- 
sino también estas normas a las que hacía referencia. 


En cuanto a los temas vinculados a la Dirección de Cultura, puedo dar algunas contestaciones puntuales, pero luego solicitaría que 
se cediera el uso de la palabra al Director Mardones. 


En el caso del Museo Histórico, en este Presupuesto Quinquenal, para la reparación de sedes se propone una partida de 
$4:693.996, lo que representa un incremento de 2,5 veces el presupuesto del Gobierno anterior. Para la Comisión del Patrimonio 
Histórico Artístico Cultural de la Nación, con destino a obras de restauración de monumentos históricos, también para el 
quinquenio, se destinan $19:075.379. Para comparar cifras, tendríamos $ 630.360 del Gobierno anterior, contra $19:000.000 de 
éste. 


Para el periodo 2006-2009, en el presupuesto actual, se prevé una suma de $ 4:500.000 por año. 


SEÑOR MARDONES.- De manera sintética trataremos de responder las interrogantes planteadas por el señor Senador Penadés, 
con quien tuvimos oportunidad de conversar sobre estos temas en ocasión de nuestra comparecencia en la Comisión de Educación 
y Cultura del Senado de la República. 


Comenzamos por informar que la Dirección de Cultura, que asumió en marzo en el Ministerio de Educación y Cultura, se ha 
inspirado en tres grandes objetivos que sintetizan la política cultural que nos proponemos llevar adelante. Estos objetivos 
estratégicos y centrales son, primero, más y mejor cultura en el Uruguay; segundo, que esta cultura sea accesible para todos los 
uruguayos y, por último, la marca "Uruguay Cultural", cada vez más reconocida e impuesta en la región y en el mundo. 


Hemos dicho, además, que de estos tres objetivos estratégicos -que son a mediano y largo plazo, y en ese sentido, establecimos el 
año 2015 como hito para nuestro plan estratégico- seleccionamos al enunciado en segundo término como principal y más 
importante de los objetivos; esto es, el que refiere a la accesibilidad democrática a los bienes y servicios culturales para todos los 
compatriotas. Si bien existen varias razones que pueden dificultar el acceso democrático a bienes y servicios culturales, vamos a 
mencionar solamente tres, que son las más gravitantes e importantes. Una de ellas es la pobreza o la exclusión social; otra tiene 
que ver con una cuestión territorial, es decir, con la distancia o la falta de descentralización -no queremos abundar en este aspecto 
porque es una temática conocida, y menos aún queremos referírsela a la gente de los distintos departamentos del interior, que es la 


que la padece- y, por último, está el tema de las incapacidades, capacidades diferentes o discapacidades que, muchas veces, 
coloca un obstáculo a una franja importante de compatriotas para el acceso y disfrute de bienes y servicios culturales. 


Una vez definido éste como objetivo central en el marco de los tres considerados estratégicos, elaboramos quince proyectos. 
Cuando comparecimos en la Comisión de Educación y Cultura del Senado presentamos catorce de ellos y luego agregamos la ley 
de cine, vinculado al sector audiovisual. 


Voy a realizar una reflexión general que vincularé con una de las interrogantes planteadas sobre la ley de mecenazgo. El 
financiamiento de los emprendimientos culturales suele tener en todas las naciones tres grandes fuentes. La primera de ellas es el 
presupuesto público; la segunda, para países como el nuestro podría ser la cooperación internacional y, la tercera, es el 
financiamiento que proviene del sector privado. Podemos decir que estas tres fuentes de financiamiento han existido históricamente 
en las sucesivas instancias o etapas. Creemos que en el presupuesto público hay mucho por hacer y que debemos seguir 
trabajando hacia delante. Es muy difícil encontrar una Dirección de Cultura que esté conforme con el presupuesto asignado; 
máxime si tenemos en cuenta que tanto en educación como en cultura nunca hay techo. Siempre es posible y legítimo aspirar a 
más, y creo que ello es, además, el deber ser de las cosas, como lo es el hecho de que los ciudadanos reclamen y demanden en 
función de que la cultura es un derecho humano. Entonces, la primera preocupación que uno recoge cuando llega a muchas 
localidades, sobre todo del interior más profundo del Uruguay, es que, como muchas veces los ciudadanos no reclaman, existe un 
tema de renuncia o de abdicación al ejercicio de los derechos básicos. 


En realidad, sería sano el ejercicio del reclamo y, si no existe, quizás haya que fomentarlo. La tercera, es el sector privado, es allí 
donde entran las leyes de mecenazgo. Creo que, hasta ahora, el Uruguay no ha recorrido una experiencia en la materia. Es verdad 
que existe una ley que está vigente -hasta que no sea derogada, por ejemplo, a través de la aprobación de algún mecanismo en 
esta Ley de Presupuesto- pero, según me informan, no ha tenido aplicación. Era una ley muy breve y padecía de un defecto que 
uno puesto en el lugar de los gobernantes puede llegar a comprender por qué no se aplicaba. Las leyes de mecenazgo suelen 
contar con el beneplácito de los Ministerios de Cultura y son miradas, naturalmente con recelo por los Ministerios de Economía y 
Finanzas o de Hacienda. Esa ley, en particular, hablaba también de instituciones o artistas, no hablaba de proyectos -con esto estoy 
tratando de responder alguna de las preguntas que ha planteado el señor Senador Penadés- pero hablaba de cultura. Y como la 
expresión "cultura" debe ser uno de los conceptos más amplios y abarcativos y, al mismo tiempo dicha ley no establecía topes, es 
natural que para el Ministerio de Hacienda, esta ley fuera mirada con recelo. Digo esto porque el concepto cultura tiene una 
acepción muy amplia, el universo es tan amplio, casi infinito que, incluso en un sentido antropológico se puede terminar 
concluyendo que la vestimenta, el peinado o la gastronomía son cultura y es verdad que todo es cultura, pero es una definición no 
operativa. Es verdad que la acepción antropológica es muy importante pero también lo es que si uno en política cultural no define 
de qué se va a ocupar ese vasto universo, no se sabría ni siquiera por dónde empezar. A mi juicio, ese era un defecto que tenía la 
ley anterior y, presumo, que puede haber sido una de las motivaciones para no ser aplicada. 


En este caso se introducen varios cambios que hacen posible su aplicación y, de esta forma, el Uruguay podría tener su primera 
experiencia en la materia. Con esto quiero decir que hay países que han recogido mucha experiencia y, en este sentido podemos 
polemizar mucho sobre, por ejemplo, los alcances de la famosa Ley Sarney que supuso un despegue importante del patrocinio 
como consecuencia de la política cultural en el Brasil. Hay que recorrer caminos. Unos quince años después de la aplicación de 
una ley ya se está en condiciones de rectificarla cuando se advierte que hay objetivos que se distorsionan, que se sale de cauce o 
que no tomó el cauce que se hubiera querido. 


Con respecto a los cambios importantes que aparecen, quiero señalar que no hablamos más de instituciones o de artistas, sino de 
proyectos y es deliberado. Nos parece que el concepto "proyecto" hay que incorporarlo en forma creciente en la política cultural, 
porque le va a asignar mayor rigor a las definiciones, así como también a las evaluaciones. Digo esto porque la postulación como 
proyecto obliga también a profesionalizar, a pensar metas, planes, objetivos, metodologías, etapas e indicadores. Previniendo 
cualquier posible temor al respecto, quiero señalar que cuando hablamos de indicadores no estamos mercantilizando la cultura ni 
introduciendo un criterio economicista estrecho. Cuando hablamos de indicadores lo hacemos en su más amplia acepción. Es 
probable que los indicadores en la cultura sean los más complejos de articular. Por ejemplo son indicadores los sociales o 
culturales. No necesariamente un proyecto cultural para ser de valor cultural tiene que tener rentabilidad económica. En cultura, 
como sabrán, se habla de otras rentabilidades: la social o la cultural. Está bien que se evalúen proyectos y que éstos contengan 
indicadores. Un ejemplo clásico podría ser la gratuidad de los museos en el Uruguay. Si no estoy equivocado, creo que en la 
historia de este Parlamento se han provocado discusiones en esta materia. Es verdad que en las naciones los museos toman 
distintos caminos, pero es una tradición de Uruguay que sean gratuitos. Antes que modificarla -y me manifiesto dispuesto a 
analizarla sin ningún preconcepto- debemos tener información más profesional. 


Antes de decir si vamos a cobrar una entrada para visitar un museo -como se estila en la mayoría de los países- el Uruguay 
debería disponer de información más profesional acerca de qué ciudadanos los visitan, quiénes son, qué franjas etarias integran, 
en qué ciudades viven, por qué los que los visitaban no lo hacen, de manera de poder diseñar políticas al respecto. Entonces, la 
primera modificación es la formulación en base a proyectos. 


La segunda modificación creo que es clave, decisiva y tranquilizadora para un Ministerio de Economía y Finanzas que administra 
situaciones de restricciones complicadas, en momentos difíciles. Por dicha modificación se le confiere al Poder Ejecutivo la facultad 
de determinar en cada semestre cuál es la disponibilidad presupuestal. La propuesta estimula a que las empresas privadas puedan 
deducir impuestos y, al mismo tiempo, establece beneficios para los promotores de proyectos. Pero no consagra canilla libre para 
que cualquier empresario pueda deducir impuestos respaldando algún proyecto, sino que en cada semestre, el Ministerio de 
Economía y Finanzas es quien establece la disponibilidad presupuestal. Se trata de una ley de mecenazgo que nosotros 
estimamos responsable en términos fiscales. 


Brevemente, sobre los proyectos puedo decir que varios de ellos ya se están ejecutando, como es el caso de la Asamblea Nacional 
de la Cultura, que implica un proceso extenso, complejo y muy descentralizado. Se han hecho asambleas de la cultura en 
localidades pequeñas de los 18 departamentos del interior. Primero se realizan asambleas locales y luego departamentales. Entre 
noviembre y diciembre vamos a estar realizando las regionales y pensamos concluir el proceso en marzo de 2006 con una 
asamblea nacional, de la cual pensamos debería emerger un consejo permanente de la cultura, figura con la que pretendemos 
innovar en el mapa de la política cultural del país, generando un mecanismo social y ciudadano de seguimiento de los compromisos 
programáticos y de las políticas definidas por la propia asamblea. El gran tema de las asambleas es el plan estratégico de cultura, 


con el horizonte puesto en el año 2015, momento en que se conmemoran los 200 años de la orden que Artigas impartió a 
Larrañaga indicándole la instrucción de la primera biblioteca pública en el Uruguay. Entonces, como en ese año se van a estar 
conmemorando los 200 años de la fundación de la Biblioteca Nacional, nos pareció un buen símbolo para tomar como hito de 
nuestro plan estratégico. 


El segundo proyecto sobre el cual, más o menos, hemos empezado a trabajar y que vamos a ver cómo continuamos, mediante 
algún respaldo de asistencia técnica vía cooperación internacional, es el Plan Estratégico de Cultura. Ya hemos tenido algunos 
contactos auspiciosos. Me animo a decir que vamos a tener algún respaldo del tipo de cooperación internacional de asistencia 
técnica. Hay dos posibilidades para concretar una respuesta afirmativa. 


Otro capítulo que presentamos es sobre la gestión de la información y del conocimiento. En cultura, educación y salud, las 
decisiones deberían tomarse con mayor rigor en la información, lo que no es tradición en el área de la cultura. Quiero utilizar las 
palabras en forma respetuosa porque todos somos legatarios de esa tradición, pero en la cultura se basan más en la improvisación, 
en la intuición, en los caprichos o en el talento de la propia actividad artística, casi intrínseca en su naturaleza. Ahora bien; cuando 
hablamos de decisiones públicas, de presupuesto o de recursos ciudadanos, es muy importante gestionar la información y el 
conocimiento con más rigor metodológico. Para ello diversos países han creado herramientas, como planes estratégicos, bases de 
datos, estadísticas, cuentas satélites, cartografías culturales. Pero todo eso no lo tiene el Uruguay, mas sí Chile, Argentina, Brasil, 
Colombia y me animo a decir que Paraguay tiene unas cuantas de estas cosas. Esto solo demuestra lo atrasados que estamos 
como punto de partida. 


Con este proyecto también procuramos ir registrando avances parciales, porque lo que no se hizo en mucho tiempo, tampoco 
vamos a pretender hacerlo en uno o dos años ni tal vez en cinco. 


Lo mismo ocurre con respecto al sistema nacional de museos, tema en el que también hemos realizado algunas exploraciones, que 
evaluamos como bastante auspiciosas -sobre las que el señor Ministro tiene conocimiento- que permitirían, por vía de cooperación 
internacional, contar con alguna asistencia técnica para un relanzamiento de nuestros museos. Es verdad que las restricciones 
presupuestales son muy fuertes pero somos optimistas en que podrán ir mejorando. 


Aprovecho para responder otra pregunta interesante, realizada por el señor Senador Penadés. Creo que la ley de mecenazgo 
también es una herramienta para esto porque, al estipular que son proyectos, las instituciones públicas pueden postularlos y las 
empresas pueden deducir impuestos y obtener beneficios. 


Quiero agregar que, en realidad, el problema es presupuestal pero no es esa la única dificultad; también hay un tema de 
capacitación o de formación. Los señores Senadores deben saber que en el tema de los museos, el Uruguay tiene un debe muy 
grande porque no cuenta con una formación terciaria. Sí existe en bibliotecología o en archivología y, entonces, aunque se pueden 
encontrar una cantidad enorme de dificultades en estos ámbitos, hay masa crítica, Universidad, pensamiento, reflexión. No sucede 
lo mismo en museología, salvo por aquellas personas que se han formado de manera autodidacta, han estudiado a pulmón en 
forma solitaria o han tenido la oportunidad de formarse en el exterior a través de algún posgrado. A los problemas de formación se 
le suman los de iniciativa. En este sentido, vamos a largar una fuerte iniciativa pública el 8 de diciembre, procurando que esa fecha 
se convierta en el día del patrimonio de los museos. La propuesta apunta a los museos en la noche. De esta manera, estamos 
intentando que se convierta en una verdadera fiesta ciudadana como lo es la del patrimonio. Para ello, las apropiaciones 
ciudadanas de las instituciones de la cultura son cruciales, porque muchas veces allí está la base del futuro: que la gente sienta 
que le es propio, que le pertenece. 


Por último, creo que quedó sin responder el tema de la figura de los gestores culturales y del cachet. Aclaro que no conozco 
demasiado los antecedentes en esta materia, por lo que pido disculpas, pero creo que originalmente, el contrato cachet era muy 
artístico y las sucesivas leyes lo fueron ampliando. Eso puede haber sido legítimo porque es verdad que el espectáculo no sólo 
necesita del artista sino también del productor, de la iluminación, del audio, etcétera. En definitiva, se trata de un conjunto de 
elementos que permiten que un espectáculo finalmente llegue al ciudadano, al espectador. En realidad, este concepto ya se ha 
ampliado mucho pero falta una figura que hoy es crucial en política cultural: el gestor cultural. Las políticas culturales en nuestro 
país y en casi todos los de la región que son herederos de modelos europeos, fueron construidas en un modelo donde al frente de 
los sectores hay artistas. ¿Eso está mal o bien? Creo que en sí mismo no dice nada. Un artista puede ser un excelente gestor 
cultural, pero no necesariamente el mejor artista es el mejor gestor cultural, porque son saberes diferentes. Puede ser que un 
artista extraordinario no sea bueno en la gestión y a la inversa, un excelente gestor cultural no necesariamente tiene por qué ser un 
artista. A estos efectos, puedo poner un ejemplo que a esta altura casi es de consenso. Me refiero al caso de Grieco al frente del 
Teatro Solís, que no es artista pero es un probado gestor cultural, primero al frente de la Sala Zitarrosa que salió adelante en el año 
2002, en medio de la peor crisis del Uruguay, a sala llena todos los días, y luego en el Teatro Solís, donde está haciendo una 
gestión que ha merecido el reconocimiento de todos los sectores del quehacer nacional. 


Creo que se diferencian bien los conceptos y que la figura del gestor cultural es imprescindible cuando hablamos de proyectos 
culturales. A su vez, debemos diferenciarla claramente del artista, respetándolo, como siempre y más que siempre, como experto 
en contenido; no habría cultura ni arte sin el artista. 


En definitiva, esta es la razón por la cual se incluye la figura del gestor entre los cachés posibles. 


SEÑOR PENADES.- Nos parece bien y hasta, quizás, podamos compartir la iniciativa. De todas formas, quisiéramos saber por qué 
se eliminó del artículo la referencia al informe previo de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Comisión Asesora, que sí 
figuraba en el artículo 185 del Presupuesto anterior. A nuestro juicio, se trata de un elemento que brinda garantías. 


SEÑOR MARDONES.- Realmente es un tema que no conozco en sus últimos detalles porque hay otras áreas del Ministerio que se 
ocupan más de estos temas administrativos. Además, no sé si la consulta está referida solamente al gestor o a todos en general. 
No obstante, pensemos lo siguiente. El trámite que va a la Oficina Nacional del Servicio Civil recorre un itinerario que insume un 
cierto tiempo. Imaginemos que un caché, en la naturaleza más pura del término, es un artista que se contrata para un espectáculo. 
Por lo tanto, cuando hay un pedido por una emergencia de un hospital -esto es muy común- en alguna localidad del interior del 
país, o de una escuela que sufrió algún contratiempo, y se pretende que el Ministerio aporte un artista para participar en una 


actividad que se transformará en un beneficio, no hay manera de dar respuesta operativa rápida si, antes, hay que consultar a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Esa puede ser una de las razones por la cual se eliminó dicha referencia. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera agregar otro argumento, que me parece de lógica y que junto con el señor Senador Penadés lo 
vivimos con relación a la administración municipal. La consulta para la Oficina Nacional del Servicio Civil debe utilizarse cuando se 
va a contratar otro tipo de empleados, a fin de determinar si en el resto de la Administración no está cubierta esa especialidad, 
evitando la duplicación de tareas dentro del Estado. En el caso de un gestor cultural o de un artista específico que se contrata para 
un espectáculo o por un espacio de tiempo acotado, no tiene sentido. 


SEÑOR MARDONES.- Creo haber finalizado y si olvidé responder alguna pregunta pido disculpas. 


SEÑOR MINISTRO.- Quedan por responder algunas interrogantes vinculadas al tema jurídico registral y al área de registros, 
particularmente a la Dirección General de Registros, cuya directora, la señora Olano, se encuentra presente. En consecuencia, en 
primera instancia solicitaría que se diera el uso de la palabra al señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- La propuesta elevada por el Poder Ejecutivo en el artículo 201, establece efectivamente la creación 
de la Dirección de Asuntos Constitucionales Legales y Registrales. Esta iniciativa, en el marco de una resolución ministerial de 
área, ya la estamos llevando adelante en la Cartera. Además, sobre esta materia, de alguna manera hemos ido ilustrando y 
dialogando con todos los sectores políticos con representación parlamentaria de manera informal y luego en algunos ámbitos 
formales como la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes. 


Básicamente, la preocupación del señor Senador Penadés es en cuanto a la articulación de las diversas Unidades Ejecutoras y 
Servicios Jurídicos, que están en el marco de los cometidos del Ministerio de Educación y Cultura, vinculados específicamente a 
los temas constitucionales, legales y registrales. En la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de 
Representantes explicamos que, en este caso, "articular" significa coordinar e intentar la utilización de recursos comunes. De 
ninguna manera cambian los cometidos legales que tiene cada una de esas Unidades Ejecutoras y de ningún modo la forma en 
que lo interpretamos va a modificar o tener injerencia, por ejemplo, en la autonomía técnica que tiene consagrada el Ministerio 
público por norma legal. 


La creación de la Dirección y los cometidos establecidos, de alguna manera están señalando, con cierto nivel de transparencia, lo 
que se está consagrando. Se trata de un área que el Poder Ejecutivo y el Ministerio de Educación y Cultura han entendido que es 
muy importante, en la que hay que trabajar con el mayor de los cuidados posibles, en el sentido de la búsqueda de determinadas 
transformaciones que se mantengan en el tiempo y que generen los mayores consensos políticos y sociales. Por lo tanto, me 
parece que los cometidos establecidos en el artículo 214 del proyecto de ley de Presupuesto aprobado en la Cámara de 
Representantes no dejan lugar a dudas. 


La otra pregunta específica se vincula con los Secretarios Letrados. Efectivamente, para el Ministerio de Educación y Cultura las 
tareas y los cometidos que tienen los Secretarios Letrados en el marco del Ministerio público, están claramente enmarcados en la 
misma naturaleza jurisdiccional de los funcionarios del Poder Judicial, que tienen Escalafón de Magistrados, y de los señores 
Fiscales Nacionales y Departamentales. Lo cierto es que, por una situación casi de hecho, se ha ido distanciando la equiparación 
que estaba consagrada -si no me equivoco- en la ley N* 15.809, de 1986. Los señores Senadores conocen un reclamo de los 
señores Secretarios Letrados para que sean adecuados a esa situación. Como ya dijimos en el ámbito de la Cámara de 
Representantes, en términos conceptuales consideramos que asiste razón a ese planteamiento. Es más; hemos señalado que, a 
los efectos del tratamiento de este tema, estamos abiertos a estudiarlo en oportunidad del análisis de los próximos proyectos de ley 
de Rendición de Cuentas, justamente como producto de ese trabajo del área de la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales 
y Registrales. Al respecto, también hemos advertido la falta de construcción de base de datos y de masa crítica sobre los dineros 
que el Estado y, por ende, la sociedad, dispone en materia de servicio de justicia, por llamarlo de algún modo. Se han gastado 
recursos importantes que después no tienen evaluación o forma de sistematización para poder hacer el ajuste. 


En ese sentido, estamos dispuestos a trabajar para lograr superar esta iniquidad. También es justo decir que en todas estas áreas 
hay enormes iniquidades que van más allá de la brecha salarial que existe -que probablemente con la aprobación de este 
Presupuesto aumente un poco más- entre los Fiscales Adjuntos y Departamentales con relación a los Secretarios Letrados. La idea 
es intentar relevar y tener conocimiento a los efectos de lograr después su mejoría. Hay algunas Asesorías Letradas que, por 
ejemplo, están funcionando con empleados contratados por caché desde hace diez años y que tienen una enorme responsabilidad 
de trabajo ya que ejercen como abogados y escribanos y no tienen, ni por asomo, las mismas condiciones laborales -no sólo las 
salariales, sino las que tienen que ver con el horario- que una persona que trabaja, escritorio de por medio, que tiene su cargo de 
abogado, escribano u otro. 


La idea es ir trabajando en forma sistemática este tema -si no es en este Presupuesto podrá ser en la Rendición de Cuentas- para 
que a través del diálogo se pueda llegar a los consensos necesarios para solucionar estos problemas. 


SEÑORA OLANO.- Me gustaría que el señor Senador Penadés precisara cuáles fueron las propuestas que recibió de los 
funcionarios registrales que le merecieron dudas. 


SEÑOR PENADES.- En realidad, ninguna de ellas me merece dudas, pero como no fueron incorporadas en el Presupuesto, 
quisiéramos saber su opinión con relación a que se pudieran incorporar porque muchas de ellas tienen, por ejemplo, regularización 
en los escalafones o transformaciones de cargo que la Directora debe conocer muy bien. Entonces, queremos saber si en esta 
instancia presupuestal se pueden incorporar debidamente. Ello sería un acto de justicia para estos funcionarios ya que lo que están 
reclamando es justo. 


SEÑORA OLANO.- Todas esas normas formaban parte de la propuesta que efectuó en su momento la Dirección General de 
Registros. En virtud de una política del Gobierno nacional de incluir estrictamente lo que son normas de Presupuesto en este 
proyecto de ley a estudio, fueron excluidas. Algunas normas, como las que refería el señor Senador respecto a la reestructura, es 
decir, las relacionadas a temas escalafonarios y recursos humanos van a ser objeto de estudio, ni bien terminemos con la 
aprobación de la Ley de Presupuesto, en la próxima Rendición de Cuentas. Este no sólo es un tema de justicia sino también de 


necesidad en lo que refiere estrictamente a esta Unidad Ejecutora, dado que tenemos un cuadro de funcionarios sumamente 
envejecido por lo que urge la contratación de nuevos empleados. 


Otros artículos implicaban una recaudación y van a ser objeto de la Ley de Reforma Fiscal que se va a remitir próximamente. 
Además, estas normas provocaban una especie de impacto desde el punto de vista económico por lo que el Ministerio de 
Economía y Finanzas entendió conveniente no incluirlos en esta oportunidad. 


Había otras normas que eran de estricto contenido técnico o de gestión y por no ser de estricto contenido presupuestal se entendió 
conveniente incluirlas en una propuesta legislativa independiente. 


También existía una norma como, por ejemplo, la de declarar no laborable el Día del Registrador que se entendió que tampoco era 
esta la oportunidad para recogerlo. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero intervenir con el fin de ampliar la pregunta que le formulara el señor Senador Penadés a la señora 
Directora General de Registros. 


Tenemos entendido que con la aprobación del artículo 239 -cuya versión original era el 226- la Asamblea de Funcionarios 
Registrales se declaró en conflicto. El destino que establece es "gastos de funcionamiento e inversiones" y ellos sostienen que 
había una norma anterior -además, hay una pretensión en estas circunstancias- que establecía que el 50% era para gastos de 
funcionamiento y el otro 50% para promoción social y técnica de sus recursos humanos. Quisiera saber si entendí bien. 


SEÑORA OLANO.- Tal como manifiesta el señor Senador Gallinal, esa es la propuesta que efectuó la Dirección General de 
Registros en su momento, es decir, que lo recaudado por concepto de nuevos productos y subproductos sería administrado por la 
Dirección General de Registros y un 50% sería para promoción social y mejoramiento técnico de sus recursos humanos y el otro 
50% para gastos de funcionamiento e inversiones. Ese inciso fue eliminado en el Ministerio de Economía y Finanzas, en realidad, 
por error. Lo que se quiso quitar fue la parte final del artículo, o sea que se elimina el 50% para recursos humanos y que no regía, 
en ese caso, el artículo 549 de la Ley N* 15.913 que regula los convenios que otorga la Dirección General de Registros. En la 
oportunidad en que concurrimos a la Comisión de Presupuesto de la Cámara de Representantes se incluyó nuevamente el inciso 
aprobándose que el 50% iba para Rentas Generales y el otro 50% a gastos de funcionamiento e inversiones de la Dirección 
General de Registros. Tengo entendido, tal como viene ahora, que lo que aprobó la Cámara de Representantes es que el 100% se 
destine a gastos e inversiones de la Dirección General de Registros. Cabe destacar que esta Dirección General no tiene 
inconveniente en que el 50% vaya para promoción social; eso es voluntad, en definitiva, del Parlamento Nacional. Reitero, es la 
propuesta realizada originalmente por la Dirección Nacional de Registros que fue modificada en el tránsito de este proyecto. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que sería bueno llevar adelante la voluntad del Ministerio de Educación y Cultura y de la Dirección 
General de Registros. En consecuencia, con conocimiento de la bancada oficialista, debemos anotar la modificación del inciso final 
del artículo 239 dando destino a un 50% para los gastos de funcionamiento y el otro 50% para la promoción social y técnica de los 
recursos humanos. 


SEÑOR NUÑEZ.- Señor Presidente: no les voy a decir a los señores Senadores de la oposición cuál es la postura de la bancada 
oficialista, como nos dice el señor Senador Gallinal 


La modificación de ese artículo -ahora nos enteramos que venía originalmente en la propuesta de la Dirección General de 
Registros- va a estar en consideración en la medida que la hicieron los funcionarios de la Dirección General de Registros. Reitero, 
ahora nos enteramos que esta era la propuesta original de la Dirección que, de alguna forma, avala el Ministerio. 


Después, en la discusión veremos cuál es la postura general final. 
Lo que sí quería aclarar es que va a estar en consideración esa propuesta que ha sido hecha por los funcionarios de la Dirección. 


SEÑOR PENADÉS.- Para terminar, debo decir que quedaron dos preguntas sin contestar. Una de ellas refiere a la opinión del 
Ministro sobre la creación de la Agencia Nacional de Innovación y los recursos con los que contará. Se establece una serie de 
transferencias de partidas de otros Ministerios, pero queremos saber si ya hay, también, previstas partidas en el Presupuesto que 
directamente vayan a dicha Agencia. 


Con respecto a la idea de crear el sistema de mecenazgo que se propone para los proyectos culturales, quería saber si el 
Ministerio comparte la iniciativa de instrumentar un sistema similar, para ser incluido en el Presupuesto, para esta Agencia Nacional 
de Innovación, de tal manera de lograr financiación en un área que todos han reclamado como imprescindible, que es la de 
promover la ciencia, la tecnología y la innovación como forma de generar riqueza para nuestro país, tal como tantas veces hemos 
escuchado plantear, entre otros, al señor Ministro de Educación y Cultura. 


La segunda pregunta es sobre la Biblioteca Nacional, para conocer las inversiones que el Poder Ejecutivo tiene previsto realizar 
para el correr del año 2006. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a la Agencia Nacional de Innovación, debo decir, en primer lugar, que la propuesta original -esto 
lo digo para recordar a los señores Senadores lo que sucedió en la discusión de la Cámara de Representantes- establecía que 
sería una estructura pública no estatal. El propio Ministerio propuso que el tema no fuera considerado como tal, sino que se 
sustituyera por lo que aquí se establece, 180 días para que el Poder Ejecutivo pueda traer al Parlamento una propuesta sobre cuál 
sería la forma de funcionamiento. 


Esto, simplemente, es parte de un análisis más profundo que se quiere hacer del tipo de funcionamiento de gran cantidad de 
estructuras públicas no estatales. En ellas hay experiencias muy variadas, porque algunas están funcionando correctamente, diría 
que otras lo hacen muy bien, y otras, por lo menos, no han funcionado a satisfacción con respecto a los objetivos que tenían 
propuestos. 


Esto determina que, por el momento, la propuesta sea de que la Agencia funcione en el ámbito del Ministerio de Educación y 
Cultura, a pesar de que participarían otros Ministerios. 


Los fondos, en este momento, serían los derivados de todo el mecanismo que hoy maneja el INIA para la promoción de la 
investigación en el área agropecuaria; el LATU, para la promoción de investigaciones en el área industrial; y el propio Ministerio de 
Educación y Cultura a través del Programa de Desarrollo Tecnológico -el PDT- en el área amplia que va desde la investigación 
básica hasta la investigación más aplicada. 


Estos fondos son los que estarían siendo coordinados y, fundamentalmente, reorientados, para que cumplan a cabalidad su 
objetivo, por un lado y, por otro, para evitar duplicaciones y, esencialmente, vacíos en áreas tecnológicas de un plan estratégico que 
también va a ser presentado en el correr de los próximos meses, luego de un estudio en el que participen todos los actores 
nacionales vinculados. 


Es decir que estos fondos son, fundamentalmente, los derivados de la confluencia, en principio, de estos tres Ministerios, por ser 
los más importantes desde el punto de vista cuantitativo y también por su orientación específica hacia el área agropecuaria, el área 
industrial y el área académica, científica y tecnológica en su sentido más amplio. 


Con respecto a la posibilidad de extender esa idea de mecenazgo al área de la innovación, diría que cambia de manera sustantiva 
toda la filosofía que está detrás de esto. Uruguay, primero, se caracteriza por una muy baja inversión en investigación, ciencia y 
tecnología e innovación pero, fundamentalmente -y este es un problema mayor que el primero que señalé- por la prescindencia 
casi total del sector privado en la inversión en ciencia, tecnología e innovación. 


Una encuesta reciente muestra que, quizás, uno de los principales problemas es la falta de tecnificación de la mayor parte del 
sector industrial y de las empresas. Ha tomado estado público -seguramente, los señores Senadores lo saben y es parte de lo que 
está a consideración en esta instancia- que el Ministerio ha llamado a becas para jóvenes investigadores en empresas privadas. Se 
hizo un llamado para 200 becas. En el primer llamado sólo se logró cubrir el orden de las 70. Es decir que ni siquiera nuestras 
empresas están en condiciones de tomar, a gasto 0, a un técnico porque desconocen, inclusive, las propias causas de su atraso 
tecnológico. Esto requiere que se lleven adelante acciones concretas, políticas activas -diría- que incorporen al sector privado al 
tema del desarrollo científico y tecnológico. 


A diferencia de la discusión que se dio en torno a qué porcentaje debía ser destinado a la educación, en el caso del desarrollo 
científico y tecnológico e innovación -en que se ha planteado como meta llegar al 1% del Producto Bruto Interno- pensamos que la 
actividad privada debe jugar un papel fundamental. Cuando se compara cuál es el porcentaje -un poco más en detalle- que 
destinan el sector académico, el sector público y el privado al tema de la ciencia y la tecnología e innovación en nuestros países - 
particularmente en Uruguay, pero es un defecto regional- con referencia a los países desarrollados como, por ejemplo, Estados 
Unidos y los países europeos, se encuentra que en nuestro caso más del 90% es del sector académico y del sector gubernamental. 
Por el contrario, en los países desarrollados el impulso mayor está dado por la empresa privada. 


A esto se suma otro problema que es consecuencia del anterior. Si observamos en el mundo contemporáneo cuál es la incidencia 
de patentes en nuestros países y la comparamos con los países desarrollados, encontramos algo muy sintomático. Me refiero, a 
que la relación entre producción de conocimiento y número de patentes, es particularmente mala en nuestros países por el número 
de patentes, no tanto por la producción científico tecnológica. Es decir, no es tanto el rezago que hay en gente dedicada al trabajo 
de creación de conocimiento, como sí lo hay en transformar ese conocimiento en valores patentables. 


Todo esto requiere de políticas activas y específicas del país. Es en ese sentido que se deberá orientar la tarea de esta Agencia. No 
es un caso de mecenazgo, es todo lo contrario. Se trata de incorporar y crear las condiciones para que las empresas salgan a 
competir en un mundo globalizado con un adelanto tecnológico que hoy no tienen. Por supuesto, digo esto en sentido general, 
porque tenemos ejemplos estupendos, con un nivel de primer mundo, en diferentes áreas. Particularmente, ha tomado estado 
público lo relacionado con la informática y las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones, donde el país hace 
punta. Pero no sólo ellas se destacan, hay otras. 


Este es el tipo de cosas que se quiere llevar adelante e impulsar a través de todo este plan de acción que involucra, al Gabinete de 
la Innovación, a la Agencia de la Innovación y al Plan Estratégico Nacional, que se conformarán y saldrán al cruce de esta 
situación. Creo que es diferente la responsabilidad que tienen las empresas, de resolver sus propios problemas, de la que tiene el 
país en su conjunto, de crear las condiciones para impulsar la innovación y la tecnificación de nuestras empresas. Por esa razón 
creo que no sería específicamente aplicable lo del mecenazgo al caso del área científico - tecnológica. Comparto la inquietud que 
está detrás del planteo del señor Senador Penadés, en cuanto a la necesidad de políticas activas que impulsen a que, parte de su 
presupuesto, sea volcado a la tecnificación. 


Con respecto al tema de la Biblioteca Nacional, solicito que se dé la palabra al Director de Cultura del Ministerio. 


SEÑOR MARDONES.- Sobre la pregunta referida a las propuestas incluidas en el proyecto de ley de Presupuesto vinculadas a la 
Biblioteca Nacional, de manera breve, deseamos informar que el artículo 822, que lleva el título "Automatización de Procesos 
Técnicos y Servicios al Público" prevé, para el quinquenio, una partida de $7:735.000. Esa es la previsión en materia de proyectos 
de inversión tecnológica. Cabe destacar que el tema de la automatización de la Biblioteca Nacional -en el que existe un notorio 
rezago- es muy importante. El retraso tecnológico y la falta de automatización de servicios al público, también conspira contra ese 
objetivo que definíamos como central para la Dirección de Cultura, que es la accesibilidad democrática a bienes y servicios 
culturales. La informática es una herramienta que puede permitir que la Biblioteca Nacional sea nacional en algo más que su 
nombre. Desearíamos que en los próximos años, en un plan estratégico de universalización de la cultura digital, pudiera haber una 
computadora en cada biblioteca -sin importar que sea pública o privada, sino simplemente de uso público- en cualquier punto del 
país, en cualquier Junta Local, sin importar la localidad del interior de que se trate, de manera de poder acceder al acervo. Para ello 
se requiere avanzar en la informatización y ese es un objetivo que tenemos claro. 


SEÑOR DA ROSA.- Hemos estados leyendo el articulado del proyecto y estamos siguiendo atentamente las expresiones del señor 
Ministro de Educación y Cultura y de los jerarcas del Ministerio que lo acompañan. En particular, queremos hacer un planteo y 
algunas preguntas en relación con un tema que nos preocupa mucho y que hemos vivido intensamente. En el día de hoy, el señor 


Director de Cultura del Ministerio dijo que uno de los objetivos estratégicos de la política cultural del Ministerio es la 
descentralización. En un país caracterizado por el centralismo administrativo, económico, político, etcétera, la forma de centralismo 
que más me preocupa es la cultural, tal vez porque es la más difícil de cambiar en el tiempo. Por tal motivo, celebro que entre los 
objetivos estratégicos del Ministerio esté el tema de la descentralización como prioritario. 


Creo que en el tema de la cultura es muy importante asociar el concepto de la descentralización con el de la promoción de las 
expresiones culturales autóctonas o propias de nuestro país. Digo esto, porque -como bien decía anteriormente el Director de 
Cultura- el concepto de cultura es muy amplio y, además, porque existe la tendencia en determinadas concepciones elitistas -que 
hemos tenido oportunidad de apreciar- de ver, hasta con cierto desprecio, expresiones culturales autóctonas o propias de los 
medios locales, cuando ellas constituyen formas de expresión que deberíamos valorizar, en lugar de despreciar. Esta es una forma 
de fortalecer la identidad nacional que resulta tan difícil de preservar en estos tiempos de globalización y de tanta interdependencia 
en la que estamos viviendo. No tengo duda que cualquier país debe centrar en la política cultural ese objetivo, de forma tal de 
defender su soberanía. 


En ese sentido, quiero mencionar que las Intendencias Municipales, a través de las Direcciones de Cultura, cumplen un papel muy 
importante, pues realizan esfuerzos muy grandes en materia de recursos, de medios y de posibilidades que muchas veces no se 
tienen. Debemos decir que esto se torna mucho más difícil aún cuanto más alejado se está de la capital. La realidad de un 
departamento que está a cincuenta o a cien kilómetros de la capital, no es la misma que la de aquel que dista quinientos o más 
kilómetros. Obviamente que el acceso a la cultura y a los medios que brinda la capital del país no son los mismos que se dan en 
esos lugares. 


Me parece muy importante que entre los varios proyectos que vienen en este articulado -en los que me interesa muy especialmente 
la creación de la Comisión y del Registro de Proyectos de Fomento Cultural- se coordine y se dé la debida difusión al nivel de las 
Direcciones de Cultura de los Gobiernos Departamentales, de formal tal que todo el mundo pueda acceder a dicha información. 


Muchas veces apreciamos en la tarea del Gobierno local que con un poco de coordinación y de imaginación se alcanzan objetivos 
muy importantes sin necesidad de gastar demasiado, pues todos sabemos que los recursos de que dispone el Gobierno Nacional y 
los Gobiernos Departamentales son limitados. Por ejemplo, tuve oportunidad de ver cómo un humilde peón de estancia que, tal 
vez, no hubiera tenido posibilidades de darse a conocer como un artista -porque tiene determinada condición o característica- con 
un poco de apoyo logró proyectarse en el escenario departamental, nacional e internacional. El departamento del que provengo es 
un ejemplo de cantera de recursos y, en ese sentido, me enorgullezco de que así sea. Quizá, por una de las cosas que más nos 
hemos preocupado ha sido por mantener políticas a escala local que sigan en ese camino, porque sentimos que esa cantera no 
debe agotarse, sino que tiene que continuar generando nuevos valores. 


Por todo lo expuesto es que nos parece muy importante que exista coordinación y posibilidades de lograr que los objetivos que 
están planteados a escala nacional puedan llegar a conocimiento de la mayor cantidad posible de ciudadanos. Resulta fundamental 
contar con una coordinación con las Direcciones de Cultura para lograr los mejores objetivos que naturalmente queremos y 
deseamos para el desarrollo y el fomento del potencial cultural que tiene nuestro país. 


Muchas veces, a través de planes de apoyo que no significan grandes gastos, se pueden conseguir muchas cosas, hasta con la 
propia participación de empresas o promotores privados; si se actúa coordinadamente, se obtienen resultados realmente 
trascendentes. Es importante que todo esto sea fortalecido. Vista la serie de proyectos que están expresados en este articulado, 
creo que se verán fortalecidos y potenciados a través de esa red de Direcciones de Cultura que estarán distribuidas por todo el 
país. 


Quería dejar estas reflexiones al señor Ministro y al señor Director de Cultura y, a su vez, trasladarles la interrogante en el sentido 
de si la idea de trabajar con los Gobiernos Departamentales es un objetivo del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR MARDONES.- Es un objetivo absolutamente priorizado por la Dirección de Cultura, así como también del Ministerio, 
convertir, particularmente a los 18 gobiernos departamentales del interior del país, en interlocutores privilegiados de la política 
cultural que lleva adelante la Cartera. 


Por otro lado, ello no podría ser de otra manera. Pensemos que, como bien decía el señor Senador Da Rosa, de todas las 
expresiones, probablemente la cultura es la que mayor intensidad local cobra, porque cultura es identidad y la identidad es local, 
casi por definición. Esto es así, al punto -y no quiero dar ideas extravagantes al Parlamento- de que hay países muy avanzados en 
materia cultural, como Alemania, que no tienen Ministerio de Cultura, pero sí una política cultural muy fuerte a partir de los 
municipios. Creo que es la demostración de que se puede vivir sin Ministerio de Cultura, pero no se podría llevar adelante la política 
cultural sin los municipios, por un tema de cercanía, de vecindad y de comprensión de la identidad local; eso es la cultura. 


Por otro lado, tenemos el hecho irrefutable de que el Ministerio de Educación y Cultura es el único que no cuenta con ninguna 
oficina delegada en los departamentos del interior del país; no es el Ministerio de Defensa Nacional, que tiene comandos y 
cuarteles; no es el Ministerio del Interior, que tiene jefaturas y comisarías; no es ANEP, que tiene escuelas y liceos, la red más 
expandida por todo el territorio nacional; no es UTE, OSE, ANTEL o ANCAP. ¿Esto quiere decir que habría que crear oficinas 
delegadas del Ministerio de Educación y Cultura en los departamentos? Es un tema opinable, pero yo creo que no. Pienso que lo 
único que estamos condenados a hacer, en el mejor sentido del término, es a trabajar en forma coordinada y articulada con los 
gobiernos municipales. Me animo a decir que así lo estamos haciendo, con todas las precariedades y dificultades del inicio de una 
nueva Administración. Solamente quisiera dar un dato: esta Dirección de Cultura, con el respaldo del señor Ministro, desde marzo 
hasta la fecha -seis o siete meses- ha visitado 50 localidades en los 18 departamentos del interior del país; y no me refiero a 
capitales departamentales, porque hasta allí normalmente llegaba un Ministerio de Educación y Cultura. A vía de ejemplo, cuando 
fuimos a Tacuarembó, visitamos su ciudad capital, pero también Paso de los Toros y el balneario tan bonito que es San Gregorio de 
Polanco. Asimismo, cuando fuimos a Paysandú, visitamos la capital y de allí nos trasladamos a Guichón, Quebracho y Piedras 
Coloradas. El fin de semana anterior estuvimos en Treinta y Tres y recorrimos un pueblito que se llama El Oro, con 105 habitantes. 


Creo que estamos intentando trabajar con un criterio descentralizado, privilegiando al actor local. Estoy absolutamente de acuerdo 
con cada una de las palabras que pronunció el señor Senador Da Rosa. Ello me da la pauta para pensar que si esa es la sintonía 
de todo el Parlamento, podríamos hacer de la política de la cultura de este país una verdadera política de Estado, privilegiando a 


los más postergados, a quienes han sido más desamparados y se les ha dado la espalda durante tanto tiempo. Esto está 
absolutamente alineado con nuestro objetivo estratégico, y ojalá sea compartido por todo el recinto. 


SEÑOR ANTIA.- Me alegro mucho del planteo integrador realizado por el Ministerio de Educación y Cultura, que comparto cien por 
ciento. Me encanta escuchar estas cosas, y en el Parlamento, la coincidencia que se reclama también nos deja contentos; pero 
también en el Poder Ejecutivo precisamos coincidencia. Si el Ministerio de Desarrollo Social hubiera actuado así con los Municipios, 
se hubiera ahorrado muchos dolores de cabeza. 


SEÑOR ALFIE.- Las preguntas que fueron formuladas ya cubrieron una parte de lo que iba a plantear y, por lo tanto, no lo voy a 
repetir. 


Me deja tranquilo la explicación sobre la interpretación de la palabra "articulación" del artículo 214 porque, además, se marcó 
claramente que no se va a interferir en lo que es la Ley Orgánica del Ministerio Público, sino que se va a articular otra cosa. De 
todas maneras tengo una duda, ya que el articulador en la estructura orgánica tiene menor jerarquía que los articulados. Desde el 
punto de vista de la estructura orgánica, es una situación un tanto difícil; esperemos que resulte, y no digo más nada porque, más 
que su posición jerárquica, me interesaba saber qué significa la palabra. 


Pasando al articulado, en el artículo 217 se autoriza al Ministerio a utilizar las economías que concreten con los arrendamientos de 
inmuebles para incrementar el crédito de la Unidad Ejecutora 001. Esta disposición claramente va en contra de lo que dice el 
artículo 34 del propio proyecto de Presupuesto, que expresa que las unidades ejecutoras de los Incisos de la Administración 
Central que generen economías en la ejecución de los créditos asignados para gastos de funcionamiento, incluido suministros, en 
las financiaciones Rentas Generales y Recursos con Afectación Especial, podrán disponer en el ejercicio siguiente de hasta el 
100% de las mismas para reforzar sus créditos de inversión. Entonces, aquí lo que se hace es borrar es y decir que de una unidad 
ejecutora pasa a otra, cosa que no entendemos, pero es así. Y hay algunas preocupaciones de diversas unidades ejecutoras que el 
Ministro, el Subsecretario y las jerarquías que hoy están presentes deben conocer, por lo que no vale la pena abundar en ello. 


Concretamente, me gustaría saber por qué en este caso pasa esto, contraviniendo el artículo 34 del proyecto de ley de 
Presupuesto. Sé que es legal, no estoy diciendo que no lo sea, pero veo una asimetría de criterios; además, es el único caso en el 
que ocurre tal cosa, ya que en los demás Ministerios no ha ocurrido. 


Sobre el artículo 218, comparto las expresiones del señor Ministro de que hay pasantes, gente con caché, becarios que se 
prorrogan en el tiempo y que, en realidad, son funcionarios permanentes. Esa es una preocupación que genera asimetrías. No hay 
ninguna duda de que eso es así y es bueno que en algún momento se regularice. 


Lo que pasa es que aquí se crea otro caché. Entonces si decimos que está mal -repito que estoy de acuerdo en esto- me pregunto 
por qué se crea otro caché. 


Con respecto a los gestores de proyectos culturales, si bien hubo una explicación del señor Mardones, me deja una nebulosa 
porque se trata de un concepto tan amplio y difuso que puede abarcar muchas cosas. Quizás por deformación profesional, 
personalmente me gusta precisar las cosas. 


Con respecto al artículo 225 quiero decir lo siguiente. Comienza diciendo: "Cuando lo juzgue conveniente, el Poder Ejecutivo 
podrá..." y luego se refiere a franquicias fiscales. Normalmente, cuando se otorgan franquicias fiscales se ponen criterios objetivos y 
no se expresa "Cuando lo juzgue conveniente, el Poder Ejecutivo podrá...". Esto ocurre en todas las leyes, hasta en la ley de 
Inversiones hay una cantidad de criterios objetivos y cuando va a la Comisión, pasa por esos criterios. Entonces, me parece que 
aquí hay un exceso de discrecionalidad y además puede llegar a violentar -no digo que lo haga- el principio de igualdad del artículo 
8” de la Constitución. Aquí se habla de "Cuando lo juzgue conveniente" y todos sabemos que los seres humanos no somos 
infalibles y aún con condiciones objetivas podemos igual cometer errores. Entonces, incorporar esa expresión me parece de una 
arbitrariedad y de una discrecionalidad, valga el juego de palabras, inconveniente. 


El artículo 226 me merece el mismo comentario. Aquí también faltan criterios objetivos acerca de qué es lo que se otorga. En las 
leyes de exoneraciones fiscales -reiterando el ejemplo- hay criterios objetivos y también una graduación de lo que se otorga en 
base a los mismos. Aquí se pueden dar una cantidad de cosas ya no sólo sin un criterio objetivo sino, además, sin una graduación 
en base a determinados requisitos. Me gustaría conocer la opinión del señor Ministro y de sus asesores acerca de si es posible 
modificar este artículo e incorporarle condiciones objetivas. 


Luego figuran los artículos que crean el fideicomiso cultural, con respecto de los cuales siento algo parecido al comentario anterior 
pero, además, creo que es una especie de privatización de la cultura pero con dineros públicos, lo cual es al menos un mundo un 
tanto novedoso. En relación con este artículo, más allá de lo que allí se expresa, quisiera saber cuál es el concepto de fondo. 


Por otra parte, el artículo 239 le merece a nuestro partido objeciones de fondo. 


Lo que se está creando es una tasa. El artículo 2* del Código Tributario -reconozco que hay discusiones doctrinarias- establece que 
la delegación se puede hacer al Poder Ejecutivo, pero no a una unidad ejecutora. Ésta o su titular, de acuerdo con nuestras 
definiciones, no integra el Poder Ejecutivo, salvo como dependiente. Además, la fijación de la tasa debe hacerse por ley, aunque 
sea el monto máximo; siempre es legal. No podemos decir que el director de una unidad ejecutora va a crear una tasa, sin siquiera 
saber el monto. Tampoco sabemos cuál es la actividad y la relativa equivalencia que se está pretendiendo. Todo eso debe estar en 
el texto legal porque así lo dispone nuestro ordenamiento jurídico. Cuando uno lee el cometido, parecería que se está creando un 
gravamen adicional por el uso de tecnologías nuevas; eso es, más o menos, lo que uno entiende o colige del texto. Justamente, el 
uso de tecnología ahorra costos. Si la disminución de costos que significa consultar u obtener determinadas cosas vía Internet lo 
anulamos estableciendo una carga adicional, me parece que no estamos haciendo lo correcto desde el punto de vista de la 
actividad productiva. En todo caso, podría decirse que se cobra lo mismo que antes por un papel o hecho físico. En realidad, 
debería cobrarse menos porque al ser una tasa, la contraprestación disminuye. 


Por último, señor Presidente, no llegamos a entender el artículo 241 en su sentido de fondo, y voy a explicar el porqué. Aquí se dice 
que además de los requisitos enunciados en el presente artículo, el ingreso a los cargos de Fiscal Letrado Adjunto se hará 


necesariamente por concurso de oposición y méritos. Nosotros estamos de acuerdo con los concursos. El tema es que el cargo 
anterior es el de Secretario Letrado, para el cual también se debe concursar. Sin embargo, ahora agregamos otro concurso para el 
cargo superior. A mi juicio, éste debe estar cerrado a quienes ya ingresaron por concurso al cargo de abajo. Si estoy equivocado, 
pido que me señalen cuál es la norma legal que establece que no entran por concurso, que retiraré lo dicho porque no es el caso 
oponerme a esta forma de nombramiento o de acceso a un cargo, que me parece la mejor. 


Nada más. 


SEÑOR MINISTRO.- En este caso, también voy a pedir la intervención de otros miembros del equipo. Sin embargo, quiero 
comenzar a contestar algunas preguntas, aunque no en el orden en que se formularon. 


A fin de sumarme a lo que manifestara el Director de Cultura, señor Mardones, quiero decir que comparto, hasta en las inflexiones 
de la voz, lo dicho por el señor Senador Da Rosa. Sería algo así como la descripción de la prioridad en el área de la cultura, en la 
descentralización. Más aún; el señor Mardones hizo referencia, sólo de manera indirecta, a uno de los programas que se llama "Un 
solo país". El nombre lo dice todo. Hasta ahora, las actividades han tenido acciones en el interior del Uruguay. En este país tan 
centralizado -al respecto, también comparto lo dicho por el señor Senador- lo que no se da en Montevideo parecería que no 
sucediera. Sin embargo, puedo aseverar que una de las actividades más intensas que se están desarrollando en el Ministerio, 
particularmente en la Dirección de Cultura, es y seguirá siendo ésta. Tenemos previsto trabajar con los Directores de Cultura de los 
diferentes departamentos, por lo tanto, comparto totalmente el planteo y se trata de una de las primeras prioridades estratégicas del 
Ministerio en el área de la cultura. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Senador Alfie sobre el artículo 217 -que refiere a la utilización de las economías- 
sin duda alguna en este caso se plantea la posibilidad de que sea de diferentes Unidades Ejecutoras. Quizás sea por esa inmensa 
variedad -a que hacíamos referencia al principio- que tiene el Ministerio de Educación y Cultura. Simplemente como ejemplo de lo 
que hasta ahora se ha logrado, cabe señalar que hay un ahorro del orden de $ 600.000 de arrendamiento de las Fiscalías. Por 
supuesto que, en un Presupuesto que es muy austero, nos proponemos redistribuirlo internamente para poder llevar adelante 
aquellos objetivos que son, como queda implícito, áreas estratégicas de esta Secretaría de Estado. Sin duda alguna, en este caso 
el planteo es que se pueda usarlo en las áreas estratégicas. 


Con respecto al artículo 218, cabe aclarar que, en realidad, no es que se contrate otra forma de caché, sino que éstos son los 
verdaderos. En la regularización no pretendemos dejar afuera a los cachés que corresponden a tales, como por ejemplo los 
artísticos. También se necesitan en el caso de técnicos de televisión, que no son cargos estables, sino específicos para 
determinado momento, por lo que parece conveniente usar este mecanismo por la agilidad y porque cumple, justamente, con el 
objetivo original de este tipo de contrato. 


En el caso de los gestores de proyectos culturales, si bien va a explicarlo con mucha más autoridad el señor Director Mardones, 
quiero indicar que nos estamos refiriendo a aquellos enmarcados en el ámbito de una programación amplia, flexible y no 
permanente. 


En lo que tiene que ver con el resto de los puntos, pido autorización a la Mesa para ceder el uso de la palabra el señor 
Subsecretario a los efectos de que dé las respuestas correspondientes. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con las disculpas del caso, me permito hacer el siguiente planteo complementario de algunas de las 
preguntas realizadas por el señor Senador Alfie con relación a los artículos 220 en adelante, relativos a la ley de Mecenazgo, que 
me congratulo de que finalmente la tengamos y, además, de que haya un acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas para 
su contralor y puesta en práctica. Concretamente, tiene que ver con la integración de la Comisión de Contralor, sobre la que me 
gustaría se extendiera el señor Director Mardones cuando dé su respuesta. Quisiera saber si es posible introducir una 
representación del ámbito artístico en esa integración que va a seleccionar los proyectos culturales. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Me parece correcto que si hay dudas se realicen preguntas porque estamos para contestarlas. 


La iniciativa de la creación de la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales tomada así y aprobada por el artículo 
214 de la Cámara de Representantes, de ninguna manera apunta a sustituir, modificar o reinterpretar la Ley Orgánica del Ministerio 
Público y Fiscal. Sucede lo mismo con las otras normativas que están en la diversidad de unidades ejecutoras como, por ejemplo, 
personas públicas no estatales, servicios bajo jerarquía y Comisiones que el Ministerio de Educación y Cultura integra. Justamente, 
hemos identificado que todo este universo -para decirlo de una forma neutra- de espacios institucionales que se dedican todos a los 
temas constitucionales, legales y registrales no tienen ningún espacio de coordinación, de diálogo, de intercambio de experiencias; 
en definitiva, espacios para tratar de generar pensamiento y masa crítica sobre estos temas que hacen a lo que nosotros llamamos 
el disco duro del Estado. En ese sentido, me parece que si el Parlamento o el Poder Ejecutivo entiende en su momento modificar 
estas normativas sustantivas, enviará los proyectos de ley, se discutirá y se modificará la ley, siempre que haya mayoría. Esto se 
hará en forma clara y no a través de la supuesta articulación de los mismos. 


Naturalmente, hemos tomado debida cuenta de que, en algunos casos, el soporte, es decir, la persona física que va a generar la 
articulación, de alguna forma, tiene una jerarquía diferente desde el punto de vista del organigrama. Este no es el único caso que 
se da en el Ministerio; tenemos Directores de enorme importancia que tienen que coordinar a otro sector que, también, desde el 
punto de vista del organigrama, está en una jerarquía superior. Este es parte del problema endémico de toda la Cartera. También 
es cierto que si dejamos que coordine el Ministro y el Subsecretario tenemos, por un lado, un problema operativo y, por otro, 
político, en el sentido de que no hay espacios intermedios en los cuales el Ministro o el Subsecretario, en su caso, si así se 
dispusiese, pudiera intermediar o generar. Alcanza con ver algunas experiencias recientes para saber qué es lo que pasa cuando 
estos espacios intermedios faltan. 


Podemos seguir agregando datos del trabajo que se ha hecho y de los objetivos que se han planteado a través de la Dirección. 
Después, podemos pasar a un tema puntual, que es el artículo 241 del proyecto aprobado en la Cámara de Representantes, en 
cuanto al requisito de oposición y mérito pero con la variante del concurso abierto para el cargo de Fiscal Letrado Adjunto y no 
dejarlo encerrado o constreñido al de los Secretarios Letrados. Esta no es una opinión sobre la competencia, idoneidad o moralidad 
de los funcionarios -no es un juicio- sino, simplemente, la constatación del hecho de que no todos esos funcionarios entraron por 


concurso. Quiero agregar que algunos de los concursos fueron hechos a través de llamados relativamente abiertos y con cierta 
transparencia pero, hay otros que todos aquellos que tienen experiencia en la Administración Pública se darán cuenta que han sido 
procedimientos regularizadores y no concursos. 


Nosotros hemos dicho, una y otra vez que, naturalmente, la calidad de Secretario Letrado va a ser tenido en cuenta al momento de 
la reglamentación como mérito. Obviamente, la ventaja real que significa haber ejercido un cargo y estar dentro del sistema, es muy 
importante al momento de un concurso de oposición. En definitiva, no hay ningún fin ulterior más allá de lo que está aquí y ojalá 
esta pequeña reforma nos permita generar espacios en vocaciones y oportunidades de carreras administrativas porque, a veces, 
se está recién recibido para tomarlas pero con cierto nivel de experiencia. Reconocemos que se puede argumentar que esto 
sucede en otros ámbitos, pero es parte de la tarea que tendrá esta Dirección ver cómo se hace para tener el mejor nivel de 
recursos humanos con las mejores garantías, permitiendo la fluidez del ingreso a la Administración. 


Es cuanto tenía que decir, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de cederle el uso de la palabra al señor Mardones a los efectos que responda a la pregunta de la 
señora Senadora Percovich, comunico que el señor Senador Nuñez me ha anunciado que tiene una consulta relacionada con una 
intervención del señor Ministro de Educación y Cultura. En consecuencia, si están de acuerdo la señora Senadora Percovich -que 
tiene pendiente la respuesta- el señor Mardones y el señor Senador Nuñez , propongo que le demos la palabra al último orador, 
que es el señor Senador Camy, para que luego responda el equipo del Ministerio a todas las preguntas. 


SEÑOR CAMY.- Una de las consultas que tengo para realizar está vinculada al inciso correspondiente al Ministerio de Educación y 
Cultura que la vamos a dirigir, directamente, al señor Subsecretario. La otra pregunta no tiene que ver con el tratamiento en 
cuestión, pero si el señor Ministro está dispuesto, nos gustaría conocer su opinión. 


La inquietud referida al señor Subsecretario tiene que ver con la situación escalafonaria y presupuestal de los Secretarios Letrados 
y Asesores del Ministerio Público y Fiscal. Voy a ser muy breve porque seguramente puede haber contestado algo que no haya 
captado, fundamentalmente, a partir de la intervención del señor Senador Penadés, quien planteó el tema. Específicamente me 
quiero referir a los 90 abogados que pertenecen al Escalafón A) Técnico Profesional que constituyen el 45%, aproximadamente, del 
total de la estructura de cargos de las Fiscalías. No vamos a hacer cuestión en la pérdida parcial de la equiparación que tienen con 
los Jueces de Paz de ciudad -básicamente, a partir de la norma que establece la Ley de Presupuesto de 1990- en la incorrecta 
ubicación escalafonaria que puede ser un juicio de valor o en el régimen de incompatibilidad absoluta. Sin embargo, el artículo 363 
del Presupuesto vuelve inexplicablemente, a nuestro juicio, a discriminar a esos señores. Consulto al señor Subsecretario porque la 
información que tengo en mi poder lo vincula directamente a él en opiniones que, por otra parte, comparto. 


En primer término, tengo entendido que existe un expediente iniciado en el Ministerio de Educación y Cultura para equiparar al 
Escalafón N) a todos estos integrantes a los que hice referencia. Esto tendría opinión favorable del actual Fiscal de Corte 
Subrogante y de la Sala de Abogados del Ministerio de Educación y Cultura coincidiendo en que la oportunidad para solucionar 
esta problemática, precisamente, es la ley presupuestal. 


Tomando esa posición como cierta y, en segundo lugar asumiendo -según la información que tengo de compañeros Diputados del 
Partido Nacional- que precisamente el doctor Michelini reconoció la justicia del reclamo en su comparecencia en ocasión del 
tratamiento de esta Ley Presupuestal en la Comisión correspondiente de la Cámara Baja, teniendo en cuenta que hay un aditivo, el 
46, presentado por los Legisladores del Partido Nacional que no fue contemplado -pese a esa opinión vertida por el propio 
Subsecretario- y considerando también que según los que conocen más que yo a las autoridades del Ministerio, no habría nada 
que justificara, en el orden jurídico o fáctico, que pertenezcan a un escalafón diferente, que no reúnan la calidad de Magistrados 
Fiscales, que no integren la carrera a la Magistratura y que, además, hayan perdido la equiparación salarial a la que hacíamos 
referencia con respecto a los Jueces de Paz de la ciudad, nos preguntamos si de esta forma no estaríamos habilitando la 
posibilidad de que se inicien juicios al Estado por diferencia salarial retroactiva. 


La información que tengo es que en oportunidad de la comparecencia del señor Subsecretario en la Comisión de Constitución y 
Códigos, éste destacó, precisamente, la necesidad de actuar a tiempo para evitar los posibles juicios que, aparentemente, tendrían 
una alta probabilidad de que el Estado fuera condenado. Naturalmente, a partir de esta premisa, coincidiríamos en que el costo que 
puede tener esta equiparación -aproximadamente, de $ 11:000.000, según se me informa- sería muy menor con respecto al que se 
le estaría exigiendo al Estado en caso de tener que resarcir esto. 


La consulta surge a partir de que existiría un expediente iniciado ante el Ministerio de Educación y Cultura -la oportunidad de la Ley 
Presupuestal sería el instrumento idóneo para promover esto- aprobado por el Fiscal de Corte Subrogante y con la opinión 
favorable de la Sala de Abogados del Ministerio, contando, además, con la opinión -que, reitero, comparto- vertida, según me 
informan, por el Subsecretario, en cuanto a la justicia del reclamo. Incluso, más allá de eso, se advierte -repito que no sé si es así- 
en la propia Comisión de Constitución y Códigos, sobre la alta probabilidad de que esto pueda generar un juicio. Si a esto le 
sumamos la consideración -que entiendo acertada- que por otro tema hiciera la Directora General de Registro, quien expresó que 
tienen la opinión del Poder Ejecutivo en cuanto a instalar en la discusión de esta Ley de Presupuesto, precisamente, los temas de 
naturaleza y corte presupuestal y no otros, -habilitando, obviamente, para estos otras instancias futuras posibles- pregunto por qué 
con estas coincidencias que existen, no se instrumenta en esta Ley este reclamo, en el que, en apariencia, coincidimos y estamos 
de acuerdo. 


Esta es la pregunta puntual para el señor Subsecretario y le pido que si reiteré algún concepto o si ya alcanzó con sus respuestas 
anteriores algo de lo que estoy preguntando ahora, me sepa disculpar. 


En relación al señor Ministro y más allá de admitir que este punto está fuera del Presupuesto y que, dada la hora, es posible que la 
discusión no se pueda extender, por lo menos, le pido contundencia en la opinión política sobre algo que ya es ley y que falta 
reglamentar. Me refiero a la creación de la ciudad universitaria en la ex cárcel de Miguelete; acerca de esto quisiera saber cuál es la 
opinión oficial que tiene el Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR NUÑEZ.- Señor Presidente: en realidad, como corresponde a un Senador oficialista, a pesar de que no está el señor 
Senador Gallinal que fue quien, de alguna forma, manifestó un conjunto de preocupaciones que tienen que ver con la creación del 


instituto del mecenazgo y con las exoneraciones tributarias que corresponden a las empresas debido a sus aportes a ese fondo, 
quisiera decir que nosotros, el próximo viernes -no mañana, sino el posterior- vamos a recibir a la intergremial de las artes 
escénicas y de la música, que aquí figuran como ADDU, AUDEM y el SUA, es decir, el Sindicato Unico de Actores. 


Ese conjunto de instituciones vinculadas a la cultura, más otro conjunto de organizaciones ciudadanas, ha planteado una serie de 
propuestas que tienen que ver con los artículos 219 a 236 que se relacionan con la creación del mecenazgo. Esas propuestas 
están siendo analizadas por la bancada oficialista, y como el Presupuesto está abierto, tal como lo hemos dicho, vamos a entrar a 
considerarlos. 


Quiero agregar que muchas de esas propuestas planteadas por esas organizaciones tienen que ver con las preocupaciones 
manifestadas por el señor Senador Gallinal en torno a la posibilidad de establecer un mayor contralor ciudadano y de instituciones 
sociales sobre la "discrecionalidad" -entre comillas- que el Poder Ejecutivo pueda tener en el otorgamiento de los incentivos 
fiscales. 


Compartiendo la idea, en términos generales, desde el punto de vista del Estado y en particular del Ministerio de Educación y 
Cultura, de que en realidad este es un planteo que pretende mejorar la propuesta cultural y, por lo tanto, tiene que ver con la 
sociedad en su conjunto y no sólo con esta Cartera, decimos que estamos dispuestos a analizar este conjunto de propuestas que 
vienen modificando el articulado aprobado por la Cámara de Representantes. Por ejemplo, allí se crea un Consejo Nacional de 
Evaluación y Fomento de los Proyectos Culturales con representación no sólo del Ministerio de Educación y Cultura, sino también 
de otros que están relacionados, así como con representantes de las Intendencias Municipales -a través del Congreso Nacional de 
Intendentes- y de la actividad artística, teatral, cultural y de los sectores sociales. Asimismo, se crea un fondo común -que después 
será administrado y fijado- con destino al financiamiento de los proyectos del fomento cultural. 


Obviamente, esas y otras propuestas contenidas en este articulado que nos ha llegado, que por supuesto van a ser consideradas 
por la Subcomisión de Aditivos, de alguna forma, recortan la posibilidad de arbitrariedad. Nosotros no lo compartimos -porque 
somos parte del Gobierno- pero eso se ajusta a lo que pretendía el señor Senador Gallinal. 


De esa manera, se establecería un mayor control social de los organismos civiles interesados en este fondo y en el mecenazgo, 
para ver en qué condiciones se conceden las exoneraciones fiscales, los incentivos o la posibilidad de retraer de los impuestos lo 
aportado a dicho fondo. 


De modo que vamos a considerar la propuesta a nivel de la bancada oficialista y que va a ser analizada en la Subcomisión de 
Aditivos. 


SEÑOR MINISTRO.- Si los señores Senadores están de acuerdo, preferiría que para este tema se le concediera el uso de la 
palabra a la escribana Olano. 


SEÑORA OLANO.- Contestando una pregunta del señor Senador Alfie respecto del artículo 239 debo decir que esta iniciativa de 
carácter programático faculta a la Dirección General de Registros a percibir contraprestación por productos o subproductos que 
desarrolle adicionalmente, es decir, que no estén estrictamente vinculados a sus funciones sustantivas, que son la inscripción de 
documentos y la información. La parte final del inciso primero establece que el monto de esa contraprestación será determinado por 
el Ministerio de Educación y Cultura, a instancias de la Dirección General de Registros, o sea que no lo resuelve ésta. 


En virtud de que no se trata de las funciones sustantivas de esta Dirección, la contraprestación no es la tasa o impuesto que grava 
la información o inscripción, sino que acá estamos hablando de una contraprestación o precio, según el tema que tratemos. Quizás, 
por el carácter programático de este artículo no pueda entenderse bien su alcance, por lo que voy a poner un ejemplo. 


Es de interés de las instituciones financieras uruguayas -por ejemplo, del Banco República- que la Dirección General de Registros 
haga un seguimiento de sus carteras de deudores, de modo de tener una información actualizada diaria, semanal o mensualmente 
de los casos que el Banco indique. Ese es un trabajo específico, adicional a lo que es la tarea principal de la Dirección, por lo que 
se va a cobrar una contraprestación. Obviamente, ese trabajo no es información registral y lo que se proporcione tendrá valor de 
dato registral y no valor de certificado. Tampoco estamos inscribiendo documentos. 


Otro ejemplo es el caso del valor agregado que va a llevar a la información registral la introducción de la firma digital. Hoy en día, 
cualquier usuario de la Dirección General de Registros que esté inscripto en su página web puede solicitar información vía Internet. 
El Registro se la proporciona, pero debe concurrir a retirarla a las oficinas registrales. Cuando se pueda implementar la firma 
registral, esa información le va a llegar al usuario a su despacho o a su casa, con la firma certificada digitalmente del registrador, 
sin tener que molestarse en salir de su lugar de trabajo. Eso no es la tarea sustantiva del Registro, pero es un valor agregado a la 
información y una comodidad que se brinda al usuario. Por ello se va a cobrar una contraprestación. 


Quiero explicar cuál es la naturaleza de este artículo, cuáles son los casos en que estuvimos pensando y que no es la tasa que se 
percibe por las tareas sustantivas sino por funciones y servicios adicionales que puede brindar la Dirección General de Registros 
una vez que esté totalmente informatizada y que su base de datos se encuentre en iguales condiciones. 


SEÑOR ALFIE.- El segundo ejemplo que se mencionó ilustra claramente lo que he señalado. Es, precisamente, lo que no se debe 
cobrar adicionalmente porque para eso está la tecnología y para eso se bajan los costos. 


En cuanto al primer caso que se citó, no deduzco del articulado que esté planteado con ese objetivo. En todo caso, tendrían que 
autorizar directamente a hacer convenios y cobrar por los convenios que se realicen por tareas no sustantivas. Desde mi punto de 
vista, no es esta la redacción adecuada para el fin que se ha señalado. Además, estamos hablando de un ejemplo que, justamente, 
fue uno de los que expuse como caso en el que no se debería cobrar o, por lo menos, no debería ser diferente de lo que se cobra 
actualmente. 


SEÑOR MARDONES.- En relación con las preguntas formuladas por la señora Senadora Percovich y por el señor Senador Nuñez, 
queremos señalar que efectivamente estamos en conocimiento de algunas propuestas -que sabemos que obran en poder de los 
señores Legisladores- en cuya elaboración han intervenido distintas organizaciones de la cultura, asociaciones profesionales e 
instituciones. Me adelanto a decir que en innumerables casos las compartimos. 


No tendríamos ninguna objeción a que el Senado incorporara algunas de esas sugerencias, iniciativas y puntos de vista, entre otras 
cosas, porque siempre había estado en nuestro razonamiento la idea de que esta era una ley y, como toda ley, iba a requerir de 
una reglamentación. Es decir que resguardábamos para esa oportunidad un conjunto de normas que tienen que ver con garantías, 
con mecanismos que aseguren la más intensa y amplia transparencia. Pero creo que no estaría mal, si eso resulta más garantista y 
ofrece mayor confianza al Senado, que se incorporaran decididamente en el texto legal. Entre ellas, voy a señalar solamente una: 
en materia de política cultural, una de las decisiones más difíciles y más conflictivas es la que tiene que ver con la selección de 
artistas o de proyectos culturales. Diría que es, casi, un ejemplo de bibliografía que un gran dolor de cabeza de quien dirige una 
política cultural o del gestor cultural -y vuelvo a usar deliberadamente la expresión, que me parece que es la que corresponde a 
quien gestiona políticas culturales- es a qué artista se selecciona, con qué criterio, con qué objetivo y, por supuesto, quién es el que 
selecciona. ¿Los artistas o los proyectos culturales son los que le gustan al Ministro de Educación y Cultura? No parece razonable, 
mucho menos cuando hablamos de arte y de cultura, a pesar de que confío en el gusto del Ministro de Educación y Cultura. ¿Son 
los que le gustan al Director de Cultura? No parece razonable. Es sabido que en materia artística, estética, cultural, existen además 
las miradas, las visiones. No necesariamente una obra es de mejor o peor calidad porque le guste, o no, a un jerarca; además, la 
historia de la cultura oficial está llena de errores en este sentido. Y la historia del arte y de la cultura está llena de artistas que hoy 
juzgamos valiosísimos, probablemente, de los más valiosos de la humanidad, pero que no fueron reconocidos en su tiempo. Está el 
célebre caso -que es de bibliografía- del Salón de los Expulsados, en París, en que, a la postre, quienes fueron expulsados de los 
certámenes oficiales fueron, nada más ni nada menos que los impresionistas. Y nada asegura que en la historia de la humanidad 
los gobiernos no nos sigamos equivocando cuando seleccionamos proyectos. 


¿Qué dice la bibliografía al respecto y qué dice la mejor experiencia comparada? Creo que por ahí es donde tenemos que mirar un 
poco y disminuir los márgenes de discrecionalidad: que no sea sólo el Poder Ejecutivo o la Dirección de Cultura, sino que se 
constituyan organismos plurales, abiertos, representativos, con miradas diversas sobre el hecho estético, y que sean estos 
organismos colegiados, plurales, abiertos, representativos, que rotan, además, porque de lo contrario se reproducen las miradas y 
siempre les puede gustar un mismo género o un mismo estilo. Esto va a asegurarnos la circulación, el cambio, el oxígeno, la 
pluralidad: en suma, la diversidad cultural. 


De modo que recibimos con beneplácito algunas de las propuestas de organizaciones de la cultura que disminuyen los márgenes 
de discrecionalidad del Poder Ejecutivo; incluso, hemos estado trabajando intensamente con ellas en estos días pasados. 
Pensábamos incorporarlas en la reglamentación, pero no nos parece mal que se vuelquen finalmente al texto legal, y nosotros nos 
sentiríamos muy tranquilos en ese sentido. Razonémoslo al revés: en todo caso, si nos equivocamos cuando se selecciona, la 
equivocación también es compartida de una manera plural. Es mejor que en estos temas no se equivoque el jerarca solo, sobre 
todo en decisiones culturales. Esto no garantiza, entonces, que no haya errores, pero disminuyen de manera considerable los 
márgenes de arbitrariedad de las decisiones. 


Otra modificación que evalúo como positiva entre las que vienen en las propuestas tiene que ver, también, con la inquietud del 
señor Senador Da Rosa: promueve que los incentivos sean mayores de acuerdo con la localización del proyecto. Entonces, no es 
igual el incentivo si el proyecto se radica, por ejemplo, en el interior del país, que si es en la capital. Ese es un mecanismo. De 
pronto se nos había pasado en la consideración original pero, por supuesto, como hemos seguido conversando con organizaciones 
de la cultura a posteriori de la aprobación de la ley en la Cámara de Diputados, nos parece razonable, porque está alineado con el 
objetivo estratégico de la accesibilidad democrática a bienes y servicios culturales, en la línea de la descentralización. 


SEÑORA PERCOVICH.- Simplemente, quiero plantear una inquietud que tiene que ver con las características de uno de los 
cuerpos estables del SODRE. Me refiero al tema de la jubilación de los bailarines y las bailarinas del SODRE, que tienen el mismo 
régimen jubilatorio común. Dentro de las normas, tan rígidas, que tenemos en la Seguridad Social, ello genera una dificultad para 
todos los artistas pero, en este caso, como se trata de artistas del Estado, nos gustaría saber si hay algún atisbo de negociación 
para adecuar este aspecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Es una real preocupación la que plantea la señora Senadora, porque responde a una situación injusta. Debo 
señalar que no es un atisbo, pues nuestro equipo de técnicos se ha reunido con la Dirección del Banco de Previsión Social y 
estamos trabajando en ello. Se trata de un caso especial, con un costo elevado y al que hay que buscarle solución. 


Simplemente, queremos decir que compartimos la inquietud y estamos buscando una solución. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Senador Camy, deseo indicar que la ley establece no sólo el destino, sino la 
forma de financiamiento a través de un excedente del Fondo de Solidaridad Generacional, siempre y cuando no se afecten las 
becas. Debemos recordar que dicho Fondo se compone del aporte que realizan los profesionales universitarios en ejercicio, y 
después de un período de gracia, para el financiamiento de becas del ámbito de la educación terciaria universitaria. Esto llevó a 
que se tuviera que consultar directamente a la Comisión que rige el Fondo. Nos consta que la misma está haciendo los estudios 
correspondientes, no sólo desde el punto de vista económico, sino también que ha tenido que consultar a instituciones como la 
Universidad de la República -sobre antecedentes de este tipo de estructuras- y a la Intendencia Municipal de Montevideo a efectos 
de conocer, entre otras cosas, el impacto ambiental regional que podría tener sobre la ciudad, en caso de que el proyecto se 
concrete. 


Esto es cuanto tengo para informar en este momento. Puedo adelantar al señor Senador que esta misma inquietud la hemos 
recibido directamente de parte de los señores Senadores Larrañaga y Long, a los que quedamos en dar una respuesta sobre el 
particular, tan pronto como podamos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El actual artículo 363 es idéntico al artículo 364 aprobado en la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda de la Cámara de Representantes que es diferente al artículo 346 de la iniciativa presupuestal enviada por el Poder 
Ejecutivo. En esta iniciativa se establecía que esta adecuación presupuestal de ninguna manera era viable como base de cálculo 
para cualquier otra equiparación. La diferencia que existe con la disposición del actual proyecto, es que esto es para ninguna, 
excepto para los fiscales de Ministerio Público y de los Ministros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En ese contexto y 
en el marco del Ministerio de Educación y Cultura, es que yo expresaba que entendíamos que debería hacerse lo más ampliamente 
posible para los comprendidos en el artículo 407 de la Ley N* 15.809. Este es el artículo base para entender la equiparación de los 
Secretarios Letrados con los Fiscales. Por lo tanto, dejo la constancia de que, desde el Poder Ejecutivo, se hizo el esfuerzo de 


aumentar y que todo esté en sus justos términos. Sin duda algunos Secretarios Letrados quedan fuera de esta norma, tal como 
viene de la Cámara de Representantes. 


Si volvemos a los conceptos primarios que fueron manifestados en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la 
Cámara de Representantes, el Ministerio de Educación y Cultura, en principio, está de acuerdo en el sentido de que la tarea de los 
Secretarios Letrados y su estatuto debe ser similar al de los Fiscales Nacionales y Departamentales porque entendemos que se 
trata de una actuación jurisdiccional y, por ello, deben estar en las mismas condiciones que los integrantes del Escalafón N del 
Poder Judicial. 


El señor Senador Camy ha introducido otro elemento que es la posibilidad de un eventual litigio. Si bien la evaluación de estos 
litigios debe ser un elemento de la Administración -tal como lo hemos manifestado en otras oportunidades- tampoco puede 
llevarnos al inmovilismo. Es cierto que hay un expediente por derecho de petición de algunos Secretarios Letrados y las referencias 
jurídicas, como lo vemos nosotros, son de oportunidad y no de Derecho, porque la equiparación fue derogada por determinadas 
normas, las decisiones administrativas que respaldan esas normas no fueron recurridas oportunamente y, por lo tanto, no es un 
juicio que esté en una etapa avanzada, sino que es una eventualidad. 


Le hemos señalado a los Secretarios Letrados -hicimos lo propio con la Asociación de Fiscales- que, en el marco del 
reordenamiento y de la articulación de todos los servicios que tienen que ver con asuntos constitucionales, legales y registrales, 
que el Ministerio va a tratar de evaluar y buscar las soluciones más justas en ese marco conceptual en el Presupuesto y si no se 
logra, se lo volverá a intentar en las próximas Rendiciones de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de señor Ministro de Educación y Cultura, así como también la del señor 
Subsecretario, el Director de Cultura, la Directora de Registros y todo el equipo que lo ha acompañado en representación de 
Ministerio de Educación y Cultura. Asimismo le agradecemos a los heroicos Senadores que se quedaron hasta el final de la 
reunión. 

Nos reencontramos mañana a las 9 de la mañana para recibir al Ministerio de Economía y Finanzas. 

No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 21 y 34 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


